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Democratización y penalidad en la Argentina (1983-1989)

Por Máximo Sozzo 

Sumario: I. Introducción. — II. Retorno a la democracia, crisis econó-
mica y política y delito de la calle. — III. Iniciativas penales. — IV. El 
rol privilegiado del experto y el conocimiento jurídicos. — V. La cen-
tralidad de la creación de la ley y la autonomía de las instituciones 
penales. — VI. Un modo “formalista” y “elitista” de construcción de 
la política penal. — VII. Liberalismo penal. — VIII. Condiciones de 
posibilidad. IX. ¿Conteniendo la punitividad?. — X. Conclusión. — 
XI. Referencias. — XII. Gráficos.

Resumen

Este trabajo pretende analizar los desarrollos 
de la política penal durante el primer momento 
de la transición a la democracia en Argentina que 
aquí identificaremos con el primer gobierno de-
mocrático, entre 1983 y 1989. Este artículo recorre 
cuatro vías que se encuentran interrelacionadas. 
En primer lugar, se indaga el modo de construc-
ción de la política penal durante esta primera 
etapa de la transición que es definido como “eli-
tista” y “formalista”. En segundo lugar, se muestra 
cómo las iniciativas penales generadas de este 
modo tuvieron, en general, una orientación “li-
beral”, que apuntaba a contener el despliegue del 
poder de castigar. En tercer lugar, se presenta una 
reflexión exploratoria acerca de las condiciones 
de posibilidad de este modo de elaboración de la 
política penal y de su orientación durante aque-
llos años. Por último, se plantean algunas con-
sideraciones acerca de los efectos de este modo 
e iniciativas de la política penal en la evolución 
de la punitividad en este primer momento de la 
transición a la democracia. Consideramos que 
este estudio de caso puede ser útil a los fines de 
avanzar en nuestra comprensión acerca de cómo 
este complejo cambio social y político se relacio-
na con el campo penal.

Abstract

This essay aims at examining the development 
of penal policy in Argentina during the first stage 
of the transition to democracy that here is iden-
tified with the first democratic government bet-
ween 1983 and 1989. It explores four paths that 
are interrelated. First, it analyzes the mode of 
penal policy making during this first moment of 

the transition that is defined as “elitist” and “for-
malist”. Second, it shows how the penal initiatives 
produced by this mode had, in general, a “liberal” 
orientation towards the limitation of the power 
to punish. Third, it presents an exploratory re-
flection about the conditions of possibility of this 
mode of penal policy making and its orientation 
during those years. Lastly, it explores the effects 
of this mode and its orientation in the evolution 
of punitiveness during the first stage of the tran-
sition to democracy. I think that this case study 
could be useful to advance our understanding of 
how this complex social and political change is 
related with the penal field.

I. Introducción

En la Argentina entre 1930 -fecha del primer 
derrocamiento de un gobierno democrático por 
parte de las Fuerzas Armadas- y 1983 se produ-
jeron seis golpes de Estado que dieron lugar a 
dictaduras militares más o menos prolongadas, 
seguidas por períodos de democracia restringida 
o limitada -con la excepción, con sus peculiari-
dades, de los períodos 1946-1955 y 1973-1976. 
Las dictaduras militares gobernaron el país 
aproximadamente 24 años en este período de 
poco más de medio siglo. A partir de diciembre 
de 1983 se inició un complejo proceso de transi-
ción a la democracia que, no obstante sus recu-
rrentes e inmensos obstáculos, no experimentó 
una recaída en el autoritarismo como régimen 
político, aun cuando esto no impidió la subsis-
tencia de prácticas gubernamentales autoritarias 
en diferentes ámbitos. El riesgo de dicha recaída 
pareció conjurado hacia mediados de la década 
de 1990 luego de haber superado diversas suble-
vaciones y alzamientos militares.
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Este trabajo pretende analizar los desarrollos 
de la política penal durante el primer momento 
de la transición a la democracia en Argentina que 
aquí identificaremos con el primer gobierno de-
mocrático, entre 1983 y 1989. Consideramos que 
este estudio de caso puede ser útil a los fines de 
avanzar en nuestra comprensión acerca de cómo 
este complejo cambio social y político se relacio-
na con el campo penal. Este artículo recorre cua-
tro vías que se encuentran interrelacionadas. En 
primer lugar, se indaga el modo de construcción 
de la política penal durante esta primera etapa de 
la transición a la democracia en la Argentina que 
será definido como “elitista” y “formalista”. En se-
gundo lugar, se muestra cómo las iniciativas de 
política penal generadas de este modo tuvieron, 
en general, una orientación “liberal”, que apunta-
ba a contener el despliegue del poder de castigar. 
En tercer lugar, se presenta una reflexión explo-
ratoria acerca de las condiciones de posibilidad 
de este modo de elaboración de la política penal 
y de su orientación durante aquellos años. Por 
último, se aventuran algunas consideraciones 
-a partir de la limitada información disponible- 
acerca de los efectos de este modo e iniciativas 
de la política penal en la evolución de la puniti-
vidad en este primer momento de la transición a 
la democracia.

Desde mediados de los años 1990 en la Argen-
tina, en el marco de una creciente politización 
de la cuestión criminal ha habido una tendencia 
hacia la gestación de un modo “populista” de 
construcción de la política penal articulado con 
una orientación hacia el incremento de la exten-
sión y severidad penal que ha sido asociado con 
el aumento real de la punitividad experimentado 
en estos últimos años. La emergencia del “popu-
lismo penal” ha sido recientemente analizada en 
la literatura local y concentra los esfuerzos de los 
investigadores en el campo de la sociología del 
castigo (Sozzo, 2007b; Bombini, 2008; Gutiérrez, 
2010, 2011). Una tendencia similar puede encon-
trarse en otros escenarios nacionales de Améri-
ca Latina (Chevigny, 2003; Beckett-Godoy, 2008; 
Dammert-Salazar, 2009; Iturralde, 2010). Desde 
mi punto de vista, para interpretar la emergencia 
del “populismo penal” y sus implicancias es ne-
cesario conocer más adecuadamente el momen-
to previo a su surgimiento -lo que aquí presen-
tamos, para el caso argentino, como la primera 
etapa de la transición a la democracia-, a partir 
del cual nuestro presente se diferencia y articula. 

Sin embargo, esta tarea no ha sido llevada ade-
lante todavía en la investigación sociológica y 
criminológica en la Argentina y permanece aún 
irrealizada en muchos otros contextos nacionales 
latinoamericanos. Este artículo se imagina como 
una contribución inicial a colmar este vacío y un 
intento de fomentar el desarrollo de la investiga-
ción comparativa con el objetivo de reconstruir 
las formas de producción, las orientaciones y los 
efectos de la política penal en el comienzo de los 
procesos de transición a la democracia en la re-
gión y, más allá de la misma, en otros contextos 
nacionales de democratización reciente.

Al mismo tiempo, también pretende contribuir 
a una comprensión sociológica del castigo legal 
en las sociedades contemporáneas que no dé por 
descontada la existencia de desarrollos homogé-
neos a través de las fronteras nacionales, como 
suele suceder en la literatura actual en el marco 
de una visión extraordinariamente simplista de 
la globalización de la política penal. Ese tipo de 
visión promueve una transferencia acrítica de 
narrativas y esquemas de análisis construidos 
en y para ciertos contextos a otros -especial-
mente desde escenarios centrales a escenarios 
periféricos, del Norte “global” al Sur “global”, re-
produciendo cierta colonización y dependencia 
intelectual. (1) Este estilo de comprensión socio-
lógica trata de restablecer el carácter “radicado” 
del castigo legal en contextos pasados y presen-
tes específicos, aun cuando reconozca la existen-
cia e importancia de tendencias de influencia a 
través de los distintos escenarios con fuerza des-
igual en la arena global (Tonry, 2001, 518; Sparks, 
2003a, 25-26; 2003b, 149, 158; Penna-Yar, 2003, 
473-474; Newburn-Jones, 2005, 74; Pratt-Clarke, 
2005, 318). En breve, como O’Malley y Meyer lo 
han planteado, ésta es una suerte de aproxima-
ción “geográficamente contenida” que encarna 
una “criminología más modesta” (2005, 202). (2) 

(1) Por supuesto, esto no significa negar las fértiles 
fuentes de conceptos y argumentos para esta investigación 
concreta que ofrecen los enfoques sociológicos sobre el 
cambio penal contemporáneo que han sido producidos en 
las últimas cuatro décadas en diferentes contextos centrales 
y con los que constantemente se trata de dialogar aquí. Pero 
se ha tratado de gestar esta conversación a partir de un 
fuerte “encuentro con el momento empírico” en un sentido 
no empiricista en el propio contexto sobre el que se está 
indagando (Rose-Osborne, 1997, 102; Sozzo, 2006, 406).

(2) Para una discusión detallada de la noción de “radi-
cación” en relación con el castigo legal, ver Melossi (2001, 
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Creo que partiendo de la exploración de esta 
radicación de la penalidad, en el marco de este 
ejercicio detallado de “sociología histórica”, al 
que recientemente Loader y Sparks (2004) han 
convocado, la construcción de una perspectiva 
comparativa en la sociología del castigo generará 
resultados más fructíferos.

II. Retorno a la democracia, crisis económi-
ca y política y delito de la calle

Luego de más de siete años de la dictadura 
militar más violenta y brutal de la historia ar-
gentina, iniciada con el golpe de Estado del 24 
de marzo de 1976 (3), el 30 de octubre de 1983 
se realizaron elecciones libres y triunfó el candi-
dato de la Unión Cívica Radical, Raúl Alfonsín, 
quien asumió la Presidencia de la Nación el 10 
de diciembre de 1983, dando inicio al proceso de 
transición a la democracia.

El gobierno del Presidente Alfonsín estuvo atra-
vesado constantemente por dos grandes cuestio-
nes centrales en torno a las cuales se concentró 
la agenda pública y política. Por un lado, el tema 
de la consolidación de la democracia y la reso-
lución de la amenaza militar, ligada a su vez a la 
persecución y el castigo de los delitos del Estado 
producidos durante la última dictadura militar y 
los obstáculos y conflictos que se generaban en 
torno a ello en aquel escenario político y social 
(Novaro, 2009, 23-321). Por el otro, el tema de 
la dura crisis económica manifestada en un in-
cremento cíclico de la inflación, la depreciación 
de los salarios y el crecimiento de la pobreza, en 
gran medida consecuencia del primer intento de 
adopción de políticas económicas neoliberales 
por parte de la dictadura militar desde 1976 con 
una fuerte y rápida apertura del mercado interno, 
un consiguiente proceso de desindustrialización 
con sus múltiples efectos sociales negativos y el 
abrupto crecimiento de la deuda externa. Estos 
cambios iniciaron la “latinoamericanización” de 
la sociedad argentina, caracterizada por el cre-
cimiento de la pobreza y la desigualdad social. En 

2011); Nelken (2011) y Melossi-Sozzo-Sparks (2011).

(3) La última dictadura militar estuvo marcada por el 
intensivo uso de mecanismos terroristas por parte de los 
aparatos del Estado en la persecución de la disidencia 
política y social, que configuraron una masiva política de 
secuestros, desapariciones, torturas y asesinatos, que im-
pactaron sustantivamente en las estrategias de control del 
delito (Bergalli, 1982, 1983; García Méndez, 1985; 1987).

1974 el 10% de los hogares con mayores ingresos 
concentraban el 27% de la riqueza, mientras en 
1989 esta proporción subió a un 41.7% (Pegoraro, 
2000, 115; Svampa, 2005, 22-24). (4) 

A comienzos de 1989 la crisis económica se 
agudizo y se disparó una ola de hiperinflación 
que ocasionó serios disturbios sociales. En este 
marco la Unión Cívica Radical perdió las elec-
ciones generales frente al Partido Justicialista y 
su candidato, Carlos Menem. El deterioro ulte-
rior de la situación económica y política llevó a 
una transferencia anticipada del Poder Ejecutivo 
en julio de ese año (Kessler-Grimson, 2005, 59-
65). Este cambio gubernamental inauguró un 
profundo proceso de reformas neoliberales que 
transformaron radicalmente la económica, la so-
ciedad y la política en la Argentina.

Como ha mostrado recientemente Gabriel 
Kessler, el tema del “delito de la calle” no ocupa-
ba un lugar medular en la agenda pública y polí-
tica en estos años (2010, 69). Esto se contraponía 
tajantemente con la centralidad que tuvo por 
estos años la cuestión de los “delitos del Estado” 
cometidos durante la última dictadura militar y 
el problema de su investigación, persecución y 
castigo legal. Ciertas formas de delito, como el 
secuestro extorsivo seguido de muerte, sí gene-
raron una cierta ansiedad social que le brindaba 
relevancia pública y política, vinculada especial-
mente a sus conexiones con la experiencia y le-
gado del terrorismo de Estado (Kessler, 2010, 71-
74). Los medios de comunicación no hacían del 
problema del “delito de la calle” un tema central, 
confinándolo a los espacios y formatos tradicio-
nales de la crónica policial y a la truculencia de 
periódicos y semanarios populares de circula-
ción más o menos restringida, especialmente en-
tre ciertos segmentos de los sectores populares 
urbanos (Vilker, 2006). Esta ausencia de centra-
lidad se reproducía también en los resultados de 
los estudios de opinión pública desarrollados de 
ese momento, que incluían al delito como uno 
de los posibles principales problemas sociales 
(Lorenc, 2003, 32; Kessler, 2010, 74-75). Tampoco 
el problema del “delito de la calle” se construyó 

(4) Esto no quiere decir que no hayan emergido también 
otros problemas fuera de estas dos grandes cuestiones 
que generaron debates públicos y políticos significativos. 
Por ejemplo, la discusión generada en torno a la reforma 
legal destinada a introducir el divorcio en el derecho de 
familia.
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como un eje de las campañas electorales de las 
elecciones nacionales y provinciales de 1985 y 
1987, en las que se mantuvo la centralidad de la 
cuestión económica y de la cuestión militar o de 
la consolidación de la democracia (Novaro, 2009, 
157-171, 224-249). Decía un observador algunos 
años después de concluido el gobierno de Alfon-
sín:

“Si analizamos las plataformas programáticas 
de los principales partidos políticos y si recorda-
mos las más notorias intervenciones de sus diri-
gentes, advertiremos que los espacios ocupados 
por cuestiones de índole penal son reducidos. 
Reconociendo que para la población no especia-
lizada este tipo de temas ofrece pocos motivos de 
interés...” (Vázquez Rossi, 1993, 92).

Esta relativa marginalidad del problema del 
“delito de la calle” en la agenda pública y política 
se estructuró a pesar de que el volumen del delito 
registrado oficialmente creció significativamente 
durante este período (Kessler, 2010, 72). (5) Como 
se observa en el Gráfico 1, la década de 1980 co-
menzó con un nivel bajo de delito contra la pro-
piedad registrado oficialmente -el más bajo des-
de que se cuenta con datos oficiales, a partir de 
1971. A partir de allí, sin embargo, se da un cre-
cimiento sostenido en los últimos años de la dic-
tadura militar para llegar en 1983 a la tasa de 892 
cada 100.000 habitantes. Se dio luego un cierto 
amesetamiento pero hacia el final de la década 
se produjo un abrupto incremento, superando 
en 1987 el umbral de los 1000 cada 100.000 habi-
tantes y llegando a 1521 cada 100.000 habitantes 
en 1989. Si se compara el inicio y el final del pri-
mer gobierno democrático se dio un crecimiento 

(5) Como es sabido las estadísticas policiales padecen de 
dos graves problemas que hacen imposible considerarlas un 
reflejo de la “criminalidad real”: la “cifra negra” -el volumen 
sustantivo de hechos delictivos que no llegan a conocimien-
to de las instituciones policiales- y su carácter de manu-
facturación institucional, ligada a numerosos intereses 
sectoriales y a las vicisitudes del trabajo de construcción 
de un “lenguaje de los números” a partir de las noticias de 
hechos delictuosos que llegan a las policías (Sozzo, 2008, 
21-41). Es posible conjeturar que estos dos límites en este 
período en la Argentina alcanzaban sus grados extremos. 
Se reconoce frecuentemente que el homicidio doloso es el 
tipo delictual que presenta estos dos problemas en menor 
medida, por lo que además de la evolución de la tasa de 
delitos contra la propiedad registrados, hemos incluido la 
de ese tipo de delito en particular.

global del delito contra la propiedad registrado 
oficialmente del 70%.

Con respecto a los homicidios dolosos regis-
trados oficialmente en el país se dio una curva 
similar al delito contra la propiedad, como se ob-
serva en el Gráfico 2. Durante el primer gobierno 
democrático este indicador creció aun más signi-
ficativamente, un 85%. (6) 

III. Iniciativas penales

No hubo a lo largo de este período iniciativas 
que estuvieran orientadas claramente hacia un 
incremento de la extensión y severidad del siste-
ma penal. En un sentido contrario, pueden seña-
larse una serie de medidas significativas. (7) 

En primer lugar, la ratificación de diversos tra-
tados internacionales en materia de derechos 
humanos que establecían reglas en materia pe-
nal, de inspiración liberal y garantista, como la 
Convención Americana de Derechos Humanos 
-ley 23.054, de marzo de 1984-, el Pacto Inter-
nacional de los Derechos Civiles y Políticos y el 
Pacto Internacional de los Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales -ley 23.313, de mayo de 
1986- y la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos Crueles, Inhumanos y Degradantes -ley 
23.338, de julio de 1986 (Gargarella, 2010, 29).

En segundo lugar, la promoción de la perse-
cución y castigo de los delitos del Estado come-
tidos durante la última dictadura militar, que se 
plasmó en diciembre de 1983 en el Decreto 158 
a través del cual se ordenó el procesamiento de 
las tres primeras Juntas Militares -que va a dar 
lugar al famoso “Juicio a las Juntas Militares” de-

(6) En algunas jurisdicciones este crecimiento fue in-
cluso más alto. De este modo, la tasa de delitos contra la 
propiedad en la Provincia de Buenos Aires creció un 147%. 
Y la tasa de homicidios dolosos en la Provincia de Buenos 
Aires creció un 137% y en la Provincia de Santa Fe un 139% 
(Sozzo, 2012).

(7) En este período, en materia legislativa hubo pocas 
reformas en materia penal, en comparación con lo que 
acontecerá luego en la Argentina. Como ha mostrado Gutié-
rrez (2010, 59), de las leyes que se incluyen como reformas 
o complementarias del Código Penal -que no son todas 
las que incluyen normas de carácter penal, estableciendo 
figuras delictivas y sanciones penales, pero son las que 
se pueden considerar más relevantes- se sancionaron 12 
a lo largo del Gobierno del Presidente Alfonsín, es decir, 
un promedio de 2 por año -no se incluyen aquí las leyes 
procesales penales.
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sarrollado entre 1984 y 1985- y en el Decreto 187 
en el que se dispone la creación de la Comisión 
Nacional sobre Desaparición de Personas, luego 
reforzados por la derogación de la llamada “ley 
de autoamnistía” (Gargarella, 2010, 28). Como 
es sabido, el mismo Gobierno del Presidente Al-
fonsín va a tratar de limitar los alcances de dicha 
persecución y castigo, desde su inicio, a las cúpu-
las y oficiales de alto rango de las Fuerzas Arma-
das. Esta tentativa política, luego de las presiones 
y levantamientos militares, se va a plasmar en la 
promoción de las llamadas Ley de Punto Final 
y Ley de Obediencia Debida, en los años 1986 y 
1987 -la literatura al respecto es muy vasta, ver 
la reciente contribución de Novaro (2009, 23-72, 
145-157, 200-249; 2010).

En tercer lugar, la sanción de la ley 23.057 que 
modificó las reglas del Código Penal sobre reinci-
dencia y condenación condicional. Por un lado, 
restringía la noción legal de reincidencia -y sus 
efectos- a los casos de individuos que hubieran 
cometido un nuevo delito luego de haber sufrido 
efectivamente una pena privativa de la libertad y 
limitaba en cierta medida la posibilidad de apli-
cación de la “medida de seguridad” de “reclusión 
por tiempo indeterminado” del artículo 52 para 
“multirreincidentes”. Por el otro, ampliaba la po-
sibilidad de aplicación de la condena condicio-
nal a delitos cuya pena máxima fuera de tres años 
de prisión y hacia más viable la aplicación de la 
misma por segunda vez con un cómputo favora-
ble al condenado del lapso que debía transcurrir 
-de 8 o 10 años- para hacerlo viable. En su mo-
mento, aun cuando reconocida como “tímida”, 
en tanto “símbolo de cambio de mentalidad y de 
actitud ideológica” fue considerada como el “ini-
cio de una nueva política criminal” que tendía a 
“un derecho penal menos estigmatizante y a una 
restricción de la privación de la libertad crimina-
lizante” (Zaffaroni, 1984, 361, 370).

En cuarto lugar, la sanción de la ley 23.070, en 
1984, que establecía un cómputo especial para 
todas las personas condenadas o procesadas que 
hubieran estado privadas de su libertad en el pe-
ríodo comprendido entre el 24 de marzo de 1976 
y el 10 de diciembre de 1983, contabilizándose 
tres días cumplidos por cada dos días efectiva-
mente experimentados. Ese cómputo especial 
resultaba más favorable para quienes habían 
sido considerados formalmente por la dictadu-
ra militar “presos políticos” -dos días cumplidos 
por cada día efectivamente experimentado. Si 

bien el gobierno nacional no escogió el camino 
de una amnistía generalizada, la ley 23.070 de 
algún modo reconocía -aunque limitadamen-
te- una cierta ilegitimidad de la privación de la 
libertad ordenada por la justicia penal durante la 
dictadura militar.

En quinto lugar, la sanción de la ley 23.077 o 
Ley de Defensa de la Democracia, que derogaba 
diversas disposiciones de la ley 20.840, “de repre-
sión de actividades subversivas”, promulgada en 
1974 por el Congreso de la Nación y modificada 
en diversas ocasiones por la dictadura militar. 
Esta ley derogaba también diversos artículos de 
la ley 21.338 sancionada por la dictadura militar 
en junio de 1976 reformando el Código Penal, 
que incrementaba la severidad penal con res-
pecto a diversos tipos de delito, llegando a re-es-
tablecer la pena de muerte -abolida en 1921 con 
la sanción del Código Penal hasta ese momento 
vigente. (8) 

Por último, más allá del plano legal, es posible 
incluir aquí también el nacimiento en los prime-
ros años del retorno a la democracia de una co-
rriente jurisprudencial que declaraba inconstitu-
cional la penalización de la tenencia para consu-
mo personal de drogas ilegales establecida legal-
mente (artículo 6º, ley 20.771), cuando se daba en 
el dominio privado, posición que va finalmente a 
ser adoptada por la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación en 1986 en el caso “Bazterrica”, a partir 
de un argumento de defensa de los derechos indi-
viduales y su protección en la Constitución Nacio-
nal (Aureano, 1997, Cap. VIII, 1; Kessler, 2010, 78, 
83; Gargarella, 2010, 32). (9) 

(8) También existieron otras reformas legales significa-
tivas en la misma dirección: la ley 23.050 sobre el régimen 
de excarcelación (Maier, 1984); la ley 23.097 que reguló el 
delito de tortura a personas privadas de su libertad (Tozzini, 
1984) y la ley 23.098 que reguló el procedimiento del hábeas 
corpus (Baigún, 1984). En el plano policial más que penal, 
también se puede señalar la ley 23.554 o Ley de Defensa Na-
cional en 1988 que estableció la importante prohibición de 
que las Fuerzas Armadas intervengan en asuntos que estén 
vinculados a la “seguridad interior” (Kessler, 2010, 78).

(9) Pese a que estas medidas judiciales no pueden aso-
ciarse a una iniciativa por parte del Poder Ejecutivo -salvo 
indirectamente, con respecto a su política de reemplazo 
parcial de funcionarios judiciales a la que volveremos lue-
go-, la misma se articulaba bien con la orientación general 
de la política de drogas del Gobierno del Presidente Alfonsín 
que, a través de la creación de la Comisión Nacional para 
el Control del Narcotráfico y el Abuso de Drogas (CONAD, 
Decreto 1383) en 1985, promovía el desarrollo de estrategias 
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IV. El rol privilegiado del experto y el cono-
cimiento jurídicos

En buena parte de estas iniciativas participa-
ron activamente algunos expertos que desde el 
inicio del gobierno, formaron parte del círculo 
de asesores del Presidente Alfonsín, con una im-
portante trayectoria en el campo del derecho -y 
una particular inclinación por el derecho penal- 
como Carlos Nino y Jaime Malamud Goti que, a 
su vez, tenían como asistentes a jóvenes aboga-
dos que luego desarrollarían importantes carre-
ras académicas (Novaro, 2009, 34). Una parte de 
este grupo adquirió un cierto estatuto institucio-
nal cuando el Presidente crea en diciembre de 
1985, a través del Decreto 2446 el Consejo para la 
Consolidación de la Democracia, con el objetivo 
de “encarar un vasto proyecto de consolidación 
de nuestro régimen republicano y democrático, 
tendiente a la modernización de la sociedad ar-
gentina”, compuesto por “personalidades políti-
cas e intelectuales, caracterizadas por su trayec-
toria pública al servicio de la Nación”, que debían 
“generar un ámbito de discusión y participación 
que contribuya con proyectos y asesoramientos 
a la tarea del Gobierno” (Fundamentos, Decreto 
2446; Gargarella, 2010, 33). Dicho Consejo tuvo 
como coordinador a Nino -quien estuvo acom-
pañado por un grupo de colaboradores y ase-
sores- y estuvo integrado por representantes de 
diversos partidos políticos y personalidades aca-
démicas y de la cultura. A lo largo de sus cuatro 
años de funcionamiento generó diversas inicia-
tivas -entre las que se desatacó un proyecto de 
reforma constitucional y un proyecto de ley de 
radiodifusión-, una de las cuales estaba vincula-
da a la justicia penal: el diseño de un proyecto de 
Código Procesal Penal de la Nación.

Seguramente se trató de la iniciativa guber-
namental de reforma penal más ambiciosa de 

preventivas y terapéuticas, más que represivas, separán-
dose explícitamente de los lineamientos al respecto de 
la dictadura militar pero también de la creciente presión 
que en América Latina llevaba adelante el gobierno de los 
Estados Unidos en la extensión hemisférica de su “guerra 
contra las drogas”, que ponía el énfasis en la prohibición 
y el fortalecimiento de las actividades represivas. En los 
últimos meses de este gobierno, sin embargo, se comenzó 
a dar un giro hacia posiciones más cercanas a las impulsa-
das por el gobierno de los Estados Unidos, en gran medida 
como consecuencia de la búsqueda de asistencia frente 
a la crisis económica (Aureano, 1997, Cap. VIII 1.d), e); 
Touze, 2006).

este período, pues aspiraba a tener un carácter 
estructural. En 1986 dicha tarea se le encargó 
al reconocido profesor de derecho procesal Ju-
lio Maier, quien junto a algunos colaboradores 
-Alberto Binder y Gustavo Cosacov- elaboró un 
anteproyecto que pretendía, en su perspectiva, 
avanzar en la modernización y democratización 
de la administración de justicia penal, hacién-
dola más eficiente y transparente, garantizando 
los derechos del imputado, promoviendo un 
desplazamiento del modelo inquisitorio hacia el 
modelo adversarial -la investigación preliminar a 
cargo del Ministerio Público y el juicio oral- in-
cluyendo la participación de legos en los juicios 
penales, el principio de oportunidad y la proba-
tion. También se elaboró un complementario 
anteproyecto de ley de organización de la justicia 
penal y el ministerio público de la Nación y se di-
señaron los modos de implementación de dichos 
procesos de reforma (Maier, 1988; Binder, 2008, 
59). Este anteproyecto fue sometido al debate en 
una Comisión sobre Administración de Justicia 
Penal que había sido designada previamente por 
el Poder Ejecutivo nacional para estudiar cam-
bios y modificaciones y que estaba integrada por 
especialistas, diputados y senadores -y que había 
sido constituida a propuesta del mismo Maier. 
Simultáneamente, fue también debatido por re-
presentantes del mundo académico y diversas 
instituciones convocadas a opinar por el Conse-
jo. Como parte de este debate se organizó el Sym-
posium Internacional sobre la Transformación de 
la Administración de la Justicia Penal en 1988 en la 
Universidad de Buenos Aires, que contó con la par-
ticipación de reconocidos profesores de derecho 
penal y criminología de la Argentina y del extran-
jero -entre ellos, algunos de reconocida orientación 
progresista y crítica como Roberto Bergalli, Luigi 
Ferrajoli, Massimo Pavarini, Alessandro Baratta y 
Lola Aniyar de Castro (Consejo para la Consolida-
ción de la Democracia, 1989). (10) Fue presentado 
al Congreso de la Nación en 1987, pero luego de 
un largo trámite parlamentario -y a pesar de te-
ner apoyos en sectores de ambos partidos polí-
ticos mayoritarios- no se llegó a su aprobación 
(Maier, 1986; Vázquez Rossi, 1993, 30-31; Langer, 

(10) Decía uno de sus partidarios, pocos años después: 
“Pocas veces un trabajo jurídico de envergadura tuvo tan 
amplia difusión y convocó los esfuerzos y aportes de los 
mejores especialistas” (Vázquez Rossi, 1993, 31).
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2007, 637-641; Binder, 2008, 51). (11) Una de las 
razones fundamentales del fracaso del intento de 
reforma del Proyecto de Código Procesal Penal 
de la Nación fue la activa oposición de los seg-
mentos más conservadores del Poder Judicial de 
la Nación, manifestada a través de diversas vías 
(Sarrabayrouse, 1998, 25, 29-32). Dichos seg-
mentos, como señalaba uno de los promotores 
de la reforma en el marco de una entrevista que 
hemos realizado, se articularon con los sectores 
más conservadores del Partido Justicialista, que 
comenzaron a tener mucha más fuerza luego del 
triunfo en las elecciones internas de 1988 de Car-
los Menem como candidato a la presidencia de 
la Nación. Otros actores, han señalado también 
la oposición interna de ciertos diputados de la 
UCR a algunas de las ideas del proyecto (Entre-
vista a León Arslanian, Red de Archivos Orales 
de la Argentina Contemporánea; Sarrabayrouse, 
1998, 25).

Independientemente de su fracaso, este pro-
yecto, como el resto de las iniciativas penales 
que sí se concretaron durante este gobierno, en-
carnaron un modo de construcción de la política 
penal que colocaba en el centro de la escena la 
voz del experto. Estos expertos, eran revestidos 
de una autoridad que nacía de una trayectoria 
y posición en el mundo académico y no forma-
ban parte de una estructura burocrática estatal, 
profesionalizada y especializada, en torno al 
problema del sistema penal. (12) En el marco del 
indiferenciado Ministerio de Educación y Justicia 
de la Nación, existía solamente una Secretaría de 
Justicia que era ocupada por un funcionario de-
signado directamente por el Presidente -por lo 
general, a lo largo del período, políticos ligados a 
la estructura de la Unión Cívica Radical- y que no 
contaba con una instancia de este tipo. (13) Por 

(11) Esto no quiere decir que el proyecto no haya te-
nido efectos ulteriores. A nivel provincial fue retomado 
como antecedente importante en una serie de reformas 
procesales penales -como la de la Provincia de Córdoba- y 
luego, incluso, influyó en el movimiento de cambio del 
proceso penal en América Latina (Langer, 2007, 641-646; 
Binder, 2008, 60).

(12) Tampoco provenían de cuadros burocráticos del 
partido político gobernante, la Unión Cívica Radical.

(13) Esto contrasta con lo que acontecía en contextos 
de democracias liberales consolidadas desde las décadas 
posteriores a la Segunda Guerra Mundial en los que en la 
formulación de la política penal participaban activa y sig-
nificativamente expertos que eran funcionarios de carrera 

otro lado, estos expertos dialogaban directamen-
te y sin mediaciones con los políticos profesiona-
les encargados de tomar decisiones -tanto en el 
Poder Legislativo como en el Poder Ejecutivo, in-
cluso con el Presidente de la Nación- que, en su 
mayor parte, no hacían de este tipo de cuestiones 
el centro de su agenda ni las constituían en un eje 
de la competencia con sus adversarios en el jue-
go democrático. La mayor parte de las leyes en 
esta materia producidos durante el Gobierno del 
Presidente Alfonsín tuvieron su origen en men-
sajes del Poder Ejecutivo Nacional (14), lo que no 
impidió que la oposición política -o una parte de 
ella- los aceptara (15), por lo que parecía existir 
entre los partidos políticos mayoritarios un cier-
to consenso sobre estas iniciativas en particular 

de instancias especializadas de la administración pública 
y en cierta medida, independientes de los funcionarios 
electos popularmente, que gozaban de un cierto prestigio 
y confianza social -para los países de lengua inglesa, ver 
(Garland, 2001, 37); Ryan (2003, 16-19); Zimring-Johnson 
(2006, 273); Loader (2006, 565-566); Pratt (2007, 24, 42-46); 
para Alemania, ver Savelsberg (1994, 931; 1999, 48, 53: 2002, 
695) y para los países escandinavos ver Pratt (2007, 166; 
2008a, 131, 134).

(14) Hubo también excepciones como la Ley 23070 ori-
ginada en proyectos de ley presentados por senadores del 
PJ y la UCR y la Ley 23098 originada en un proyecto de un 
senador de la UCR. Pero, en todo caso, se trató de medidas 
que fueron apoyadas desde el inicio por el Poder Ejecutivo 
Nacional. Este importante peso del Poder Ejecutivo en el 
diseño de las iniciativas penales -incluso cuando involu-
cran reformas legales- está ligado al carácter fuertemente 
presidencialista de la democracia en la Argentina desde 
el diseño constitucional del siglo XIX, reforzado por una 
tradición política que impulsa liderazgos “decisionistas” 
y “personalistas” -lo que se revela en que el Presidente 
suele ser también el jefe del partido político gobernante 
(Svampa, 2005, 57-61).

(15) Sin embargo, hubo iniciativas de reforma legal pro-
movidas por algunos sectores de la oposición política que 
no tuvieron la misma suerte, pese a que parecían orientarse 
en el mismo sentido. Una muy significativa fue el proyecto 
de ley presentado por los diputados peronistas Perl y 
Fappiano en noviembre de 1987 -y elaborado por el pres-
tigioso penalista, Eugenio Zaffaroni- intentando reformar 
estructuralmente el sistema de penas del Código Penal, a los 
fines de “democratizar el sistema penal”, eliminando “todo 
vestigio de autoritarismo” y reduciendo sustantivamente “el 
ámbito de la pena privativa de la libertad a lo indispensable 
o inevitable” (Arnedo, 1988, 169; García, 1989). También 
hubo, como lo señalábamos más arriba con respecto al 
proyecto de reforma del Código Procesal Penal, casos 
en los que sectores importantes de la oposición política 
bloquearon determinadas propuestas que provenían del 
Poder Ejecutivo.
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y, en alguna medida, acerca de la orientación ge-
neral de la política penal y el rol de los expertos 
en ella. (16) 

La voz de estos expertos encarnaba un tipo de 
saber que tenía una fuerte pertenencia al plano 
del “deber ser”, típica del mundo académico del 
derecho en Argentina -y en general, en el mun-
do hispano-parlante. Si bien los datos del plano 
del “ser” -del “derecho penal en los hechos” por 
oposición al “derecho penal en los libros”- eran 
introducidos en sus debates y argumentaciones, 
los mismos no nacían de la aplicación sistemá-
tica de técnicas de investigación propias de las 
ciencias sociales a este conjunto de problemas 
-un tipo de indagación prácticamente inexisten-
te en este momento en el país, con incipientes 
excepciones. Se trataba más bien de las obser-
vaciones que en tanto protagonistas privilegia-
dos -algunos de ellos habían sido o eran aboga-
dos litigantes o funcionarios de la justicia penal- 
dichos expertos habían construido a lo largo de 
sus trayectorias y, especialmente, en aquellos 
años de retorno a la democracia. Esto no quiere 
decir que algunos de sus protagonistas no reco-
nocieran la necesidad de desarrollar investiga-
ciones empíricas acerca del funcionamiento del 
sistema penal para producir información válida 
y confiable para la toma de decisiones políticas 
y legales. Así, en el caso de la elaboración del 
proyecto de Código Procesal Penal de la Nación, 
se le encargó a Gustavo Cosacov “un estudio 
empírico comparado sobre el funcionamiento 
del Código nacional vigente y del que rige en la 
provincia de Córdoba con juicio oral y público, 
para dotar a todo el proyecto de una base fác-
tica, que permita programar instituciones ju-
diciales practicables” (Maier, 1986, 646). Ahora 
bien no hay referencias sustantivas a los resulta-
dos de dicho estudio empírico en la Exposición 
de Motivos ni en los comentarios al Proyecto, 
incluso al momento de referirse al “colapso del 
sistema vigente” (Maier, 1986, 654-655). En el 

(16) La ausencia de disensos fundamentales entre los 
partidos políticos mayoritarios en este terreno ha sido 
señalada recientemente como un rasgo característico 
de la elaboración de la política penal en las democracias 
liberales consolidadas en las décadas posteriores a la 
Segunda Guerra Mundial, hasta los años 1970 (Garland, 
2001, 37-38; Ryan, 1999, 2, 6; 2003, 28-34; Lacey, 2008, 21); 
aunque también se ha advertido sobre el peligro de enfa-
tizar demasiado dicho consenso, Zedner (2002, 344-345); 
Brown (2005, 37-38).

anteproyecto de nueva organización judicial 
hay, por su parte, solo una referencia genérica al 
mismo (Maier, 1988, 338). Sin embargo, uno de 
los promotores de estas reformas señalaba en 
el marco de una entrevista que realizamos que 
los resultados de este estudio empírico fueron 
muy importantes en la discusión de dichos pro-
yectos en dos sentidos. Por un lado, jugaron un 
rol clave a la hora de fundamentar la propuesta 
de introducción del principio de oportunidad, 
pues los datos empíricos mostraban cómo en el 
funcionamiento de la administración de justicia 
penal existía ya un alto nivel de “selectividad” a 
la hora de poner en marcha los procesos pena-
les y, por ende, se apelaba a la necesidad de que 
dicha elección se construya sobre bases racio-
nales y fundadas y se desenvuelva de un modo 
transparente (cfr. Cosacov, 1988, 62-71). Por el 
otro, fueron muy importantes, se argumentaba, 
para debatir el diseño de la futura implementa-
ción de la nueva organización judicial (cfr. Co-
sacov, 1988, 102-108). A pesar de ello, este otro 
tipo de conocimiento no parece haber revertido 
el dominante peso del tipo de saber asociado 
a la tradición jurídica local en la construcción 
de estas iniciativas de reforma penal. (17) Y en 
todo caso, resultó una excepción a lo largo de 
este período. En definitiva, la expertise en juego 
se construía predominantemente sobre lo que 
“debe ser”, a partir de debates y argumentacio-
nes en torno a reglas y principios filosóficos y 
jurídicos. (18) 

(17) El mismo Cosacov refiere en aquel momento una 
anécdota en la que un “reconocido profesor de derecho 
penal” en una discusión en la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Buenos Aires sostenía la inutilidad de la 
investigación empírica que estaba desarrollando y la nece-
sidad de partir de los “grandes principios”: “Si los grandes 
principios son suficientes es claro que el intento por des-
cribir, analizar y explicar algunos de los comportamientos 
de los sistemas a través de tediosos estudios empíricos es 
como encender una luz eléctrica en pleno campo soleado” 
(Cosacov, 1988, 19).

(18) Se trataba, por ende, de una forma de expertise 
alejada del ideal de las “políticas públicas basadas en la 
evidencia” que acompañaba la centralidad de la voz del 
experto en el diseño de las políticas de control del delito 
en países como Estados Unidos y Gran Bretaña sobre todo 
desde los años 1960 en adelante, vinculada a su vez al de-
sarrollo de la criminología como campo de saber, dentro 
y fuera del ámbito académico (Garland, 2001, 36; Feeley 
y Simon, 2003, 90; Ryan, 2003, 22; Zedner, 2003, 208-209; 
Loader, 2006, 565-568).
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V. La centralidad de la creación de la ley y la 
autonomía de las instituciones penales

Este tipo de expertise estaba íntimamente co-
nectada a la centralidad que se le otorgaba en la 
formulación de la política penal a la creación de 
la ley, marginando la cuestión de su aplicación 
y del consiguiente diseño e implementación de 
estrategias al respecto (ver, para una temprana 
valoración en este sentido, Bergalli, 1989, 101-
102). Estos expertos parecían actuar como “juris-
tas ingenuos” -retomando la expresión de Darío 
Melossi (1996, 76-77)- en el sentido de que asu-
mían que “los problemas sociales, políticos, eco-
nómicos e incluso jurídicos” podían ser resueltos 
a través de un “cambio legislativo”. (19) 

Ahora bien, la inexistencia de una formulación 
explícita de estrategias de aplicación de la ley 
penal en el dialogo entre políticos y expertos, no 
implicaba que las mismas no se desenvolvieran 
en la práctica, siguiendo modos tradicionales de 
pensamiento y acción que eran reproducidos co-
tidianamente en las instituciones del sistema pe-
nal, con un fuerte legado del autoritarismo que 
las había atravesado a lo largo de su historia, es-
pecialmente enfatizado por las “colonizaciones” 
experimentadas por parte de las Fuerzas Arma-
das en las últimas dos dictaduras militares.

Esto resultaba particularmente acentuado en 
el caso de las instituciones del sistema penal 
que dependían del Poder Ejecutivo, tanto a nivel 
nacional como provincial -instituciones peni-
tenciarias y policiales. Las autoridades elegidas 
popularmente durante este primer momento de 
la transición a la democracia “delegaban” esta 
tarea en las cúpulas policiales y penitenciarias 
que construían sus propias estrategias institu-
cionales, con un alto nivel de autonomía y más 
allá de cualquier tipo de accountability, utilizan-
do sus propios conocimientos y técnicas que de 
este modo eran respetados y reconocidos por los 

(19) Como señalaba el autor de la indagación empírica 
citada precedentemente, llevada a cabo en el marco de la 
elaboración de los proyectos de reforma procesal y judicial, 
en otro texto en el que abogaba por este tipo de exploración 
-que llamaba “investigación operativa”- y su importancia 
para la política penal: “Tradicionalmente, el de la adminis-
tración de justicia ha sido un campo librado a la elaboración 
intuitiva de los juristas, quienes se han ocupado con prefe-
rencia de la generación de proyectos legales y han descui-
dado el problema de la eficacia de los sistemas normativos” 
(Cosacov-Pereyra-Vázquez-Rodríguez, 1989, 471).

políticos profesionales y podían ser criticados 
pero no desplazados por los expertos que par-
ticipaban en la elaboración de la política penal. 
Estas estrategias institucionales descansaban en 
los altos grados de discrecionalidad permitidos 
por los marcos legales existentes, pero en ciertos 
casos podían ir más allá incluso de los difusos y 
ambiguos límites que los mismos imponían. Un 
ejemplo paradigmático al respecto estuvo dado 
por los abusos sistemáticos de las facultades de 
detener ciudadanos y usar de la fuerza física por 
parte de las instituciones policiales, que dio lugar 
a un fuerte debate público y político al respecto 
en los últimos años de la década de 1980 (Olivei-
ra y Tiscornia, 1990; Zaffaroni, 1993, 42-46; Che-
vigny, 1995, 181-201; Gingold, 1997). (20) 

Con respecto a la administración de la justicia 
penal, esta autonomía se encontraba fundada 
jurídicamente en el principio constitucional de 
la independencia del Poder Judicial y posibili-
tada por el amplio margen de discrecionalidad 
otorgado tradicionalmente por el derecho pe-
nal y procesal penal en la Argentina a los jueces 
penales para tomar decisiones sobre la prisión 
preventiva de los imputados durante el proceso 
judicial y sobre la determinación de la pena apli-
cable al caso concreto. El Gobierno del Presiden-
te Alfonsín en su inicio se enfrentó con el dilema 
de qué hacer con los funcionarios judiciales que 
no habían sido expulsados por la dictadura mili-
tar y habían jurado por el Estatuto del Proceso de 
Reorganización Nacional, elaborado por ella, an-
teponiéndolo a la Constitución Nacional. Si bien 
existieron propuestas de reemplazar completa-
mente a los jueces de las diversas jerarquías, se 
optó por un camino más moderado, reempla-
zando totalmente a la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación y a los jueces cuyo nivel de compro-
miso con la dictadura militar se consideraba in-
admisible. Este reemplazo selectivo se reprodujo 
en las administraciones de justicia provinciales 

(20) En ese debate público, ciertos funcionarios po-
líticos -especialmente del Gobierno de la Provincia de 
Buenos Aires- sostenían las visiones policiales acerca de 
este tipo de hechos, frente al creciente involucramiento 
de los organismos de derechos humanos -entre los que 
se destacó el Centro de Estudios Legales y Sociales- en su 
desestructuración, en la lucha por su reconocimiento como 
violaciones sistemáticas a los derechos humanos -que 
continuará fuertemente durante los años 1990. Agradezco 
el señalamiento de Eugenio Zaffaroni sobre la importancia 
de este debate en aquel momento.
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y se esperaba que tuviera un efecto ulterior, de 
“arriba” hacia “abajo” entre los operadores ju-
diciales (Vázquez Rossi, 1993, 39; Novaro, 2010, 
44; Binder, 2008, 51). Este recambio parcial del 
personal de la justicia penal producido desde el 
campo político puede considerarse un intento de 
influenciar sus prácticas cotidianas. Su influencia 
parece haber sido moderada, haciéndose sentir 
en ciertos cambios jurisprudenciales como la 
morigeración de las sentencias condenatorias de 
determinados delitos y la declaración de incons-
titucionalidad del castigo legal de la tenencia de 
estupefacientes para consumo personal a la que 
hicimos referencia precedentemente (Kessler, 
2010, 78, 83; Gargarella, 2010, 32). Por otro lado, 
el debate mismo sobre los proyectos legales refe-
ridos al proceso penal y a la organización judicial 
a nivel nacional puede también considerarse -al 
menos en esta jurisdicción- otro tentativo similar 
por incidir más marcadamente en las prácticas 
de esta instancia estatal (21), lo que resalta aun 
más, por el contraste con la ausencia de iniciati-
vas de reforma estructural referidas al área poli-
cial y penitenciaria durante este período. (22)

VI. Un modo “formalista” y “elitista” de cons-
trucción de la política penal

Este modo de construcción de la política penal 
fue entonces, claramente, “formalista”, al con-
fiar centralmente en la creación de la ley penal y 
procesal penal como eje de la producción de ini-
ciativas, desplazando la importancia de los pro-
cesos de su aplicación, dando por sentado que 

(21) Incluso algunos de sus promotores claves reconocían 
explícitamente que estos proyectos legales eran un punto 
de partida para una transformación que no culminaba en 
la “mera sanción de un sistema normativo” (Maier, 1988, 
339). De hecho, más allá de los proyectos de reforma legal, 
de acuerdo a lo señalado en una entrevista por otro de sus 
promotores, una parte importante de la labor de los equipos 
de trabajo que se construyeron en torno a los mismos entre 
el Consejo para la Consolidación de la Democracia y la 
Secretaría de Justicia de la Nación estaba abocada a la ges-
tación de un plan de implementación de la reforma procesal 
y judicial una vez sancionados los textos legales.

(22) Por otro lado, los funcionarios policiales y peniten-
ciarios no estaban involucrados directamente en los pro-
cesos que dieron lugar a las principales iniciativas penales 
durante el Gobierno del Presidente Alfonsín, a diferencia 
de algunos jueces penales. Claramente, esta diferenciación 
estaba ligada también al mayor prestigio y deferencia social 
tradicionalmente dado a la profesión judicial en compara-
ción con las otras profesiones del sistema penal como la 
policial o la penitenciaria, de menor status económico.

los mismos se desenvolverían automáticamente 
como se prescribía en el plano del “deber ser” y 
liberando, por ende, fuertes espacios de autono-
mía para las instituciones penales y sus formas 
tradicionales de pensar y actuar, generando una 
especie de disyunción ampliada entre el “dere-
cho en los libros” y el “derecho en los hechos” 
en un grado extremo que se ha mantenido en lo 
sucesivo como un rasgo dominante de la política 
penal.

Ahora bien, también este modo de construc-
ción de la política penal puede ser caracteriza-
do como “elitista” (Ryan, 1999, 1-6; 2003, 13-16, 
20-21; Johnstone, 2000, 161-162; Garland, 2001, 
50-51; Feeley-Simon, 2003, 103; Loader-Sparks, 
2004, 19-20; Loader, 2006, 563; Pavarini, 2006, 
122). Antes que nada, en el sentido elemental de 
que se encontraba en manos de un grupo relati-
vamente pequeño de personas privilegiadas que 
constituían una red: algunos políticos electos 
popularmente (tanto del Poder Ejecutivo como 
del Poder Legislativo), expertos (asesores y aca-
démicos) y fiscales y jueces penales. (23) Esta red 
se construía a través de contactos formales -que 
se desplegaban en instancias oficiales como una 
Comisión o un Consejo- e informales y tenían un 
carácter cerrado y protegido -en algunos casos, 
incluso secreto- con respecto a las intromisiones 
de otros actores -entre ellos, sobresalientemen-
te, el “público”. (24) Pero también resultaba “eli-

(23) Uno de los promotores de los proyectos de reforma 
judicial y procesal propuestos en este momento que hemos 
entrevistado enfatizaba el carácter inédito de la apertura 
a la participación de diversos actores que tuvo la formu-
lación de los mismos -algo que ya vimos que señalaba un 
adherente a dicha iniciativa, ver nota 9-, rompiendo con 
la tradición de que dichas propuestas fueran elaboradas 
por “cinco técnicos en un despacho”, de una forma “muy a 
tono con el espíritu de aquellos años que buscaba ampliar 
la democratización”. De todos modos, parecería ser que 
dichos mecanismos de consulta no fueron más allá de los 
sectores “letrados” -abogados, funcionarios de la justicia 
penal, académicos. En este sentido, pese a ampliar el 
número de participantes no transgredían las fronteras de 
las categorías de sujetos involucradas en la elaboración de 
la política penal. En todo caso, se trata de una cuestión a 
explorar en detalle en una investigación ad hoc -cómo se 
dieron dichas consultas, quiénes estuvieron involucrados y 
qué tipo de efecto tuvieron en el diseño de las propuestas. 
Y, de nuevo, se trata más bien la excepción que la regla 
durante este período.

(24) Una parte de la participación en esta red -sobre 
todo de los expertos, fiscales y jueces penales- estaban 
fundada en una cierta afinidad con el programa político 
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tista” en otro sentido. Esta red operó alejada de 
cualquier referencia a lo que el “público” pien-
sa, siente o quiere en la materia, poniendo en el 
centro de sus debates lo que “debe ser” tal como 
se configura entre los expertos del saber jurídi-
co -convocando marginalmente observaciones 
asistemáticas sobre el plano del “ser” del delito 
y del sistema penal, salvo la excepción señalada 
sobre los proyectos de reforma procesal y judi-
cial-, incluyendo elementos de cálculo y táctica 
ligados a las mutaciones de los balances de fuer-
zas políticas expresadas no sólo en los partidos 
políticos sino también en las presiones de las 
instituciones del sistema penal. Parece haber 
formado parte de las creencias de sus participan-
tes la necesidad imperiosa de orientar y formar 
la opinión del público en la materia. (25) En el 
marco inicial de la transición a la democracia, 
cierto tipo de mirada “paternalista” frecuente-
mente consideraba al público como compuesto 
por unos ciudadanos que por el impacto cultural 
del autoritarismo de los años recientes, podía in-
clinarse peligrosamente hacia creencias y valores 
considerados incompatibles con los fundamen-
tos del orden democrático y republicano en vías 
de construcción. Esta caracterización de este 
modo de elaboración de la política penal se arti-
cula bien con la definición de Roberto Gargarella 
(2010, 33-34, 41-42) con respecto a la “política 
de derechos”, en general, del gobierno del Presi-
dente Alfonsín, como construida “desde arriba”, 
a partir de la visualización de una sociedad “re-
zagada” por el efecto de décadas de conservadu-
rismo que debía ser modernizada a partir de la 
colaboración de los expertos y los políticos, más 
que de un impulso “desde abajo” marcado por la 
adhesión y movilización social, cosa que en todo 
caso se veía como un punto de llegada más que 
como un punto de partida. (26) 

encarnado por el gobierno del Presidente Alfonsín y al no 
estar institucionalizada al interior de las estructuras bu-
rocráticas estatales tenían una naturaleza esencialmente 
provisoria y volátil, ligada a la persistencia de dicha alianza 
gubernamental.

(25) Ian Loader ha mostrado una creencia semejante 
como un componente clave del “elitismo liberal” en tanto 
“mentalidad” en la formación de las políticas de control del 
delito en el muy diferente contexto de Inglaterra y Gales du-
rante las décadas posteriores a la Segunda Guerra Mundial 
(2006, 568-570; ver también Ryan, 1999, 5; 2003,16).

(26) Resulta interesante que existen muchos puntos en 
común con lo que se ha señalado recientemente con res-
pecto a la política penal y la transición a la democracia en 

VII. Liberalismo penal

Los productos de este modo de elaboración 
de la política penal, en cuanto a sus contenidos, 
se inscribieron globalmente en el marco de lo 
que podríamos llamar el “liberalismo penal” -en 
cierta consonancia con el programa político más 
amplio encarnado por el gobierno del Presidente 
Alfonsín-, definido como una racionalidad y pro-
grama penal que pone énfasis en la formación de 
límites al despliegue del poder de castigar, tra-
tando de evitar el exceso o abuso y construir una 
“economía limitada de la penalidad”. (27) Desde 
la disminución de la severidad de las penas para 
ciertos delitos producida por la ley 23.077 al cóm-
puto especial del tiempo de privación de libertad 
de las personas durante la dictadura militar de la 
ley 23.070, pasando por la reivindicación general 
de los derechos humanos, que abarcaba también 
al imputado y al condenado y la persecución y 
condena -aun cuando limitada- de los crímenes 
del Estado durante la última dictadura militar o 
el incremento de las penas para la tortura de per-
sonas privadas de su libertad -en tanto manifes-
taciones del “abuso del poder estatal”. Se trataba, 
como sostenía un partidario de este modo y par-
ticipe activo en el apoyo a la fracasada reforma 
procesal penal antes mencionada, de “liberalizar 
el derecho penal”, rechazando el “autoritarismo” 
y “todo desborde o abuso de poder” (Vázquez 
Rossi, 1993, 29). Claro está que los alcances de 
las iniciativas efectivamente puestas en marcha 
-centralmente de carácter legal- durante el Go-
bierno del Presidente Alfonsín -como el mismo 
partidario lo reconocía (Vázquez Rossi, 1993, 33-
34)- eran muy estrechos en relación con dichos 
ambiciosos objetivos. (28) 

España, utilizando la metáfora de la “invisibilidad” (Varona, 
2000, 221; Medina-Ariza, 2006, 184-185).

(27) Sobre la idea de “economía restringida del castigo”, 
además del empleo de esta expresión por parte de Foucault 
(1989, 73-134) para describir las ideas de la Ilustración 
sobre el delito y la pena, resulta interesante el tentativo 
reciente de precisarla por parte de Hallsworth (2000, 2002, 
2005), pese a su referencia a la misma como característica 
de la “modernidad penal” como era o etapa, de la que esta 
conceptualización en términos de una forma de raciona-
lidad y programa penal se aparta deliberadamente. Ver al 
respecto Sozzo (2007a).

(28) Algunas de ellas tuvieron una naturaleza más “sim-
bólica” que sustancial. Existe siempre una distancia entre 
el “derecho penal en los libros” y el “derecho penal en los 
hechos”. En el escenario argentino -como en otros contextos 
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VIII. Condiciones de posibilidad

Ahora bien, ¿cuáles fueron las condiciones de 
posibilidad de este modo formalista y elitista de 
producción de la política penal en un contexto 
atravesado por las promesas de la democratiza-
ción?

Algunos autores, para un escenario muy par-
ticular de democracia liberal consolidada como 
Inglaterra y Gales han presentado como condi-
ción de posibilidad de un modo elitista de elabo-
ración de la política penal -con rasgos distintos, 
como ya lo hemos señalado, a los aquí delimi-
tados para el escenario argentino- la existencia 
de una más general “deferencia” en la cultura 
difundida que haría que los ciudadanos frecuen-
temente reconozcan la autoridad de los sujetos 
del “establishment” y los valores y visiones de los 
que son portadores, admitiendo su “propiedad” 
sobre los asuntos gubernamentales -y en par-
ticular, sobre la política penal- como expresión 
también de una fuerte confianza en las institu-
ciones y tradiciones (Ryan, 1999, 5-6; 2003, 36-39; 
2005, 140; Loader, 2006, 581; Pratt, 2007, 37-49). 
En el caso argentino en aquellos años, no pare-
ce plausible plantear la existencia de una condi-
ción cultural de este tipo. El impacto “plebeyo” 
del peronismo como movimiento social y polí-
tico en la Argentina desde la década de 1940 en 
adelante ayudó a desarticular diferentes formas 
tradicionales de deferencia en las relaciones so-
ciales (Svampa, 2005, 163-167; en particular en el 
campo penal, ver Caimari, 2002). Las experien-
cias durante medio siglo de los regímenes polí-
ticos autoritarios generaron, a su vez, una difusa 
desconfianza acerca de los actores y las acciones 
estatales, en vastos sectores tanto de la clase me-
dia como de la clase trabajadora. El retorno de 
la democracia puede haber removido una parte 

nacionales en América Latina (Iturralde, 2010, 313)-, dicha 
distancia puede ser extraordinaria. Es decir, que existen 
reformas legales cuya aplicación en el funcionamiento 
cotidiano del sistema penal es casi nula, quedando fuer-
temente limitados sus efectos prácticos. A eso nos referi-
mos aquí cuando señalamos una naturaleza meramente 
“simbólica” de ciertos productos legales. Típicamente esto 
sucede cuando se regula una materia que sólo es objeto de 
la justicia penal en forma excepcional, ya sea que el proble-
ma al que se refiere sea igualmente excepcional en la vida 
social o que sea frecuente pero, por diversos motivos, no 
se desencadena la aplicación de la ley penal (Tonry, 2001, 
532; 2007, 12-13; Matthews, 2005, 179; Roche, 2007, 474-475; 
Gutiérrez, 2010, 57-63).

de esa desconfianza con respecto a las autorida-
des electas popularmente pero, en todo caso, en 
forma temporaria y condicionada al éxito de sus 
políticas e intervenciones sobre los temas consi-
derados socialmente como fundamentales.

Considero que las condiciones de posibilidad 
en este contexto nacional de un modo elitista de 
elaboración de la política penal no deben bus-
carse en unos procesos que se desenvolvieron 
“desde abajo”, sino más bien en ciertas dinámicas 
puestas en marcha “desde arriba”. El delito de la 
calle no estuvo en el centro de la agenda políti-
ca y pública durante el primer momento de la 
transición a la democracia, que estaba en gran 
medida ocupada por otras grandes cuestiones: 
de la consolidación de la democracia o la ame-
naza militar a la persistente inflación y la caída 
de los salarios. Estos problemas concentraban 
las visiones e intervenciones no sólo de los po-
líticos profesionales y los partidos políticos sino 
también de los medios de comunicación y las 
organizaciones y movimientos sociales. Como 
hemos visto, esto ocurrió a pesar del importan-
te crecimiento del delito registrado oficialmente 
-como siempre, los “delitos de los débiles”- espe-
cialmente en la segunda mitad del gobierno del 
Presidente Alfonsín. Esta coincidencia desafía 
la presunción de sentido común, muchas veces 
sostenida en la literatura criminológica, que pre-
senta a la politización de la cuestión criminal en 
las democracias contemporáneas como un sim-
ple e inmediato reflejo del crecimiento de la cri-
minalidad -en el mismo sentido, ver Sheingold 
(1995, 162); Beckett (1997, 3-6, 16-23); Beckett-
Sasson (2001, 119); Roberts et al (2003, 12-13); 
Pratt (2007, 37).

Por su parte, el programa político de la alianza 
gubernamental en torno al Presidente Alfonsín 
no presentó esta cuestión como un problema 
fundamental de la vida social. Los políticos pro-
fesionales -incluso en la oposición- no eligieron 
colocarla en la agenda política y pública ni indi-
vidualizaron dicha temática como una fuente de 
recursos claves en la producción de legitimidad 
política. Esto se debía, probablemente, a la pre-
valencia de “grandes narrativas” en la retórica 
política que promovían la construcción de an-
tagonismos fuertes a través del espectro político 
sobre trasformaciones sociales y políticas de ca-
rácter general asociadas a las diversas interpre-
taciones de las promesas de la democratización. 
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Pero tampoco otros actores como los medios de 
comunicación y las organizaciones sociales o 
grupos de presión pujaron decididamente para 
producir este desplazamiento. Más bien, algunos 
de estos actores, durante estos años, se orienta-
ron hacia visibilizar en la esfera pública diversas 
formas de “delitos de los poderosos” -los críme-
nes del Estado durante la dictadura militar o la 
violencia policial en los años de democracia- con 
efectos limitados en la política y las prácticas pe-
nales.

De este modo, el delito de la calle no se trasla-
dó a la competencia política y electoral. De allí, 
como ya lo notamos, la frecuente colaboración 
y acuerdo de actores de los dos partidos políti-
cos mayoritarios en la construcción de diversas 
iniciativas penales. La ausencia de ese tipo de 
“politización” de la cuestión criminal facilitó el 
desarrollo de un modo de elaboración de la po-
lítica penal que trasladaba los procesos de toma 
de decisión “detrás del escenario”, los restringía 
a una red limitada de sujetos privilegiados y los 
protegía y aislaba de las interferencias del “pú-
blico”.

Al mismo tiempo, algunas de las caracterís-
ticas claves de este modo de elaboración de la 
política penal como la posición central de los ju-
ristas como expertos en el delito y el control del 
delito, la concentración de casi todos los esfuer-
zos en la creación de la ley desplazando fuerte-
mente el problema de su aplicación -como una 
consecuencia, en parte, del tipo de conocimien-
to involucrado- y el asilamiento del público eran 
rasgos de larga duración de la construcción de la 
política sobre el castigo legal en Argentina que se 
remontan a la formación misma de unas insti-
tuciones penales modernas durante el siglo XIX 
(Marteau, 2003; Caimari, 2004; Creazzo, 2007; 
Salvatore, 2010). (29) Estas características resul-
taban perfectamente compatibles con regíme-
nes políticos autoritarios en los que los juristas 
como expertos dialogaban directamente con 
funcionarios civiles o militares que ocupaban 
las posiciones estatales, en espacios reducidos 
y secretos completamente alejados de cualquier 
forma de involucramiento ciudadano o debate 

(29) Agradezco a Máximo Langer por haberme señalado 
la necesidad de enfatizar la continuidad de larga duración 
de estos rasgos en el modo de elaboración de la política 
penal.

público, generando productos calificados de “le-
gales”. (30) La transición a la democracia no alte-
ró inicialmente estos rasgos de un modo drásti-
co -salvo, de nuevo, la excepción del debate más 
amplio de los proyectos fallidos de reforma pro-
cesal y judicial a nivel nacional. Se podían adap-
tar al régimen democrático cambiando los tipos 
de autoridades estatales involucrados en esta red 
limitada y privilegiada. En este sentido, pueden 
considerarse una paradójica herencia del pasado 
autoritario. (31) 

Por otra parte, como ya dijimos, este modo 
formalista y elitista de elaboración de la política 
penal generó durante este primer momento de 
la transición a la democracia, medidas de orien-
tación liberal, destinadas a poner límites al ejer-
cicio del poder de castigar, tratando de bloquear 
los excesos o abusos de las autoridades penales 
como característica del pasado autoritario. Una 
de las condiciones de posibilidad de esta orien-
tación de la política penal, fue el contenido en 
términos generales del programa político de la 
alianza gubernamental en torno al Presidente Al-
fonsín que estaba dirigido ambiciosamente a re-
vertir el legado autoritario en la vida social y polí-
tica y partía de un ethos liberal. De este modo, se 
puede comprender la importancia que las ideas 
de estado de derecho y derechos humanos tenían 
en el discurso de esta alianza gubernamental a 
través de diferentes áreas de políticas públicas. 
Ahora bien, este tipo de discurso también tenía 
una fuerte presencia en sectores relevantes del 
Partido Justicialista, como oposición política en 
aquellos años.

(30) Esta conexión debe ser investigada más detallada-
mente en el caso argentino, al menos en el marco de las 
últimas dos dictaduras militares (1966-1973 y 1976-1983). 
Algunas contribuciones interesantes para esta tarea pue-
den verse en Bergalli (1982, 1983) y García Méndez (1983, 
1985, 1987).

(31) En algunos textos de la literatura sociológica y 
criminológica contemporánea acerca de la política penal 
desarrollada en los países centrales parece asumirse, en 
forma más implícita que explícita -ver, por ejemplo, Roberts 
et al. (2003)-, que un modo “elitista” de elaboración de la 
misma, por oposición a un modo “populista”, estaría ligado 
a una cierta dinámica de contención de la punitividad. En 
el caso argentino, esto parece difícil de sostener en función 
de la fuerte conexión histórica entre el elitismo y el auto-
ritarismo como racionalidad y programa gubernamental. 
Pero probablemente resulte también debatible en aquellos 
escenarios centrales.
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Este elemento descansaba a su vez en otra 
condición básica: el peso político y cultural de 
la experiencia de los crímenes masivos del Esta-
do durante la última dictadura militar. El debate 
sobre el terrorismo de Estado tuvo una presencia 
muy importante en la esfera pública durante la 
primera etapa de la transición a la democracia, 
generando en vastos sectores del público una 
sensibilidad al respecto que excedía a aquellos 
que participaban o apoyaban la alianza guber-
namental tejida en torno al Presidente Alfonsín. 
La memoria de los recientes crímenes del Esta-
do era reactivada constantemente en la agenda 
pública y política a través de la discusión acerca 
de la persecución, juicio y castigo de quienes los 
produjeron. De este modo, dicha experiencia y 
memoria funcionaron -como Savelsberg lo ha 
señalado para el caso alemán y en relación con 
el pasado nazi (Savelsberg, 2002, 698; 2004, 374, 
389)- como una “contingencia histórica” que 
tuvo un significativo impacto en la naturaleza de 
las medidas penales adoptadas. En este marco 
cultural y político era difícil comprometerse con 
una abierta y explícita búsqueda de ampliar la 
punitividad sin evocar públicamente las imáge-
nes de los múltiples y recientes actos del terroris-
mo de Estado. (32) 

Sin embargo, ambas condiciones, como ya lo 
hemos dicho, no impidieron la perpetuación de 
prácticas penales autoritarias, distantes de las 
declaraciones políticas y legales, que eran repro-
ducidas cotidianamente en las formas tradicio-
nes de pensamiento y acción de las instituciones 
penales y cuya persistencia era paradójicamente 
posible por lo niveles de delegación y autonomía 
que permitía este modo formalista de elabora-
ción de la política penal casi exclusivamente fo-
calizado en la creación de la ley.

IX. ¿Conteniendo la punitividad?

Como bien recuerda Ryan: “Elaborar la política 
penal es una cosa, implementarla es otra” (2003, 
26). Vamos a aproximarnos a este otro aspecto 
analizando la evolución de la “punitividad” en la 

(32) En el caso de la primera etapa de la transición a 
la democracia en España, elementos similares han sido 
considerados relevantes para comprender el desarrollo 
de la política penal: la “sombra de la dictadura como un 
tema cultural dominante” y la preocupación inicial de los 
partidos políticos por “restablecer las libertades civiles y los 
derechos fundamentales” (Medina-Ariza, 2006, 186).

Argentina a lo largo de esta fase inicial de la tran-
sición a la democracia aquí analizada.

Roger Matthews ha criticado el abundante uso 
de esta noción en la reciente literatura de socio-
logía del castigo por no resultar claramente de-
finida. Subraya lo que desde su punto de vista 
son sus normales connotaciones de exceso, rela-
cionadas con el castigo más allá o por arriba de 
lo que es necesario o apropiado, planteando los 
lógicos problemas acerca de cómo definir dichos 
niveles de necesidad o adecuación (Matthews, 
2005, 179) -en un sentido similar, Pease (1994, 
118) y Roche (2007, 539-541). Esta definición se 
ajusta a lo que en la literatura reciente ha sido de-
finido como la “nueva punitividad” (Pratt et al., 
2005, XII-XIII) y que permite postular la existen-
cia -por oposición- de “sociedades no-punitivas” 
(Pratt et al., 2005, XVIII; Nelken, 2005, 218). Es 
preciso asumir que se trata de una noción difícil 
de precisar, pero el modo que se elige conceptua-
lizarla puede amplificar sus inconvenientes.

Es posible pensar a la punitividad en forma 
más simple y útil, en términos generales, como 
el nivel de dolor o sufrimiento producido por el 
sistema penal (Christie, 1984). En este sentido, es 
prácticamente una contradicción en sus propios 
términos referirse a “sanciones no-punitivas” 
o “sociedades no punitivas” (Matthews, 2005, 
180). Las sanciones siempre implican, desde 
este punto de vista, una cierta cantidad de dolor 
o sufrimiento y por ende, siempre tienen como 
cualidad ser “punitivas” -en mayor o menor gra-
do. Por supuesto, esta manera de definir la puni-
tividad también genera importantes dificultades 
para su investigación empírica -desde un punto 
de vista cuantitativo, ver Pease (1994); Kommer 
(1994; 2004); Tonry-Blumstein-Van Ness (2005); 
Tonry (2007, 7-13). Sin embargo, considero que 
se pueden diferenciar como punto de partida 
dos dimensiones variables complejamente inte-
rrelacionadas (Snacken, 2010, 274). Por un lado, 
el grado de extensión: en principio, un sistema 
penal es más “punitivo” que otro en la medida 
en que aplica penas o medidas de control que 
jurídicamente no son definidas como penas 
pero producen dolor o sufrimiento -la prisión 
preventiva, por ejemplo- a un mayor número de 
individuos. Por otro lado, el grado de intensidad 
o severidad: un sistema penal es más “punitivo” 
que otro en la medida que aplica penas o medi-
das de control que jurídicamente no son defini-
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das como penas que producen un mayor nivel de 
sufrimiento o dolor humano. Obviamente, esta 
segunda dimensión es muy compleja y difícil de 
reconducir completamente al lenguaje estadís-
tico. Pero también es cierto que existen ciertos 
puntos firmes: un sistema penal que impone la 
pena de muerte es más punitivo que otro que no 
lo hace; un sistema penal que impone más penas 
custodiales que penas no custodiales es más pu-
nitivo que otro que hace lo inverso; un sistema 
penal que impone penas de prisión más largas es 
más punitivo que otro que impone penas de pri-
sión más cortas; un sistema penal que no brinda 
la posibilidad de libertad condicional o salida 
transitoria para los condenados a pena de pri-
sión es más punitivo que otro que sí lo hace; etc. 
Integrar estas dos dimensiones resulta una tarea 
extraordinariamente complicada y siempre re-
lativamente inacabada, pero nuestros esfuerzos 
deben orientarse en este sentido.

Existen pocos indicadores disponibles acerca 
de la evolución de la punitividad en esta primera 
fase de la transición a la democracia en Argenti-
na, por lo que la pregunta acerca de los efectos de 
este modo de construcción de la política penal y 
sus productos y orientaciones resulta difícil de 
responder con certeza. (33) 

Por un lado, contamos con datos oficiales que 
nos permiten aproximarnos a la evolución del 
encarcelamiento en tres jurisdicciones específi-
cas -aunque no a nivel de la totalidad del país-: 
el sistema penitenciario federal (SPF), el sistema 
penitenciario de la Provincia de Santa Fe (SPSF) 

(33) En general, un problema grave en la investigación 
sociológica sobre la penalidad en la Argentina es la falta de 
información oficial básica, una constante que encontramos 
también en otros países de América Latina (Sozzo, 2008; 
Dammert-Ruz-Salazar, 2008). De este modo, la obtención 
de la información y, en muchos casos, la formulación de los 
datos estadísticos relevantes se vuelve una parte del proceso 
de investigación mismo. Por ejemplo, los datos estadísticos 
sobre la población encarcelada en la Provincia de Santa Fe 
fueron construidos a partir de una indagación en el Archivo 
de la Dirección General del Servicio Penitenciario, utilizan-
do partes diarios de las diversas unidades penitenciarias. 
La situación ha mejorado desde fines de la década de 1990 
en adelante, a partir de la labor de la Dirección Nacional 
de Política Criminal pero sigue estando lejos de ser la 
ideal, sobre todo en lo que se refiere a la administración de 
justicia penal. A medida que nos alejamos hacia el pasado 
la reconstrucción de los datos estadísticos se vuelve más 
compleja y trabajosa.

y el sistema penitenciario de la Provincia de Bue-
nos Aires (SPBA). (34) Se ha señalado reiterada-
mente que el volumen de personas encarceladas 
o la tasa de encarcelamiento cada 100.000 habi-
tantes no es el único ni el más preciso indicador 
para medir los niveles de punitividad (Pease, 
1994, 117; Kommer, 2004, 9; Nelken, 2005, 220-
221; Tonry, 2007, 7-9; Brodeur, 2007, 61-63). Pero 
muchas veces esta valoración parte de una defi-
nición de esta noción que incluye la connotación 
de exceso más allá de un parámetro adecuado 
o apropiado. Entendida en los términos básicos 
que hemos planteado más arriba, nos permite 
acercarnos al fenómeno crucial del grado de ex-
tensión del sistema penal (Becket-Sasson, 2001, 
4; Cavadino-Dignam, 2006, 4; Lacey, 2008, 43).

Por el otro, contamos con datos oficiales acerca 
de la evolución de la cantidad de sentencias con-
denatorias a nivel país en este período, así como 
en las jurisdicciones a las que nos referiremos al 
analizar la evolución del encarcelamiento. Este 
indicador básico nos permite también acercar-
nos al grado de extensión del sistema penal. Pero 
también contamos con una serie de datos oficia-
les sobre las características de estas sentencias 

(34) En Argentina coexisten un sistema penitenciario 
federal -el Servicio Penitenciario Federal- con sistemas 
penitenciarios provinciales -que son administradas por 
un Servicio Penitenciario provincial, salvo en ciertos casos 
en los que son gestionadas por las instituciones policiales 
provinciales. Con respecto a la población encarcelada en 
el Servicio Penitenciario Federal no es posible construir 
tasas cada 100.000 habitantes pues en dichas unidades 
penitenciarias se encuentran privados de su libertad quie-
nes lo han sido por la administración de justicia penal en la 
ciudad de Buenos Aires como consecuencia de la presunta 
comisión de delitos comunes -los que son frecuentemente 
de jurisdicción provincial-, así como aquellos que han sido 
privados de su libertad por la administración de justicia 
penal federal en todo el país, en razón de su competencia 
e indiferentemente del lugar en donde dichos delitos hayan 
sido cometidos. Por ello nos referiremos siempre en este 
caso al volumen de personas detenidas al 31 de diciembre 
de cada año. Entre 1983 y 1989, las Provincias de Buenos 
Aires y Santa Fe, junto con la ciudad de Buenos Aires, 
eran los tres distritos demográficamente más grandes del 
país. Con respecto a estas dos jurisdicciones sí es posible 
construir tasas de encarcelamiento cada 100.000 habi-
tantes, por lo que nos referiremos a ambos indicadores. 
Lamentablemente sólo contamos con información oficial 
acerca del volumen de encarcelamiento a nivel país desde 
1972 a 1983, pero no tenemos datos sobre lo que resta de 
esta década. En 1983 la población encarcelada en estas 
tres jurisdicciones representaba el 51% de la población 
penitenciaria nacional.
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condenatorias que nos permiten aproximarnos 
al grado de intensidad del sistema penal, la otra 
dimensión de la punitividad antes señalada. De 
este modo analizaremos la evolución de la can-
tidad de sentencias condenatorias de ejecución 
condicional y de ejecución efectiva; la cantidad 
de sentencias condenatorias custodiales y no 
custodiales; y la cantidad de sentencias a penas 
de prisión de acuerdo a la cantidad de años de 
privación de libertad.

En lo que se refiere al encarcelamiento, el pri-
mer gobierno democrático comenzó con una 
fuerte disminución inicial del volumen de po-
blación encarcelada en el SPF, en el SPSF y en 
el SPBA como se observa en el Gráfico 3. Entre 
1983 y 1984 se produjo un descenso del 51%, 42% 
y 27%, respectivamente. (35) Ahora bien, a partir 
de ese año a lo largo del gobierno del Presidente 
Alfonsín se produjo un crecimiento sostenido del 
volumen de personas privadas de su libertad en 
las prisiones federales y provinciales. En el nivel 
federal, dicho incremento tuvo un ritmo anual 
promedio del 11,6% -destacándose el extraordi-
nario aumento del 28% entre 1987 y 1988-, lle-
gando hacia el final del período a 4108 presos, es 
decir, un 74% más de los que existían a fines de 
1984, aun cuando representaban un 15% menos 
de los que se registraban al final de la dictadura 
militar. En la Provincia de Santa Fe, se dio un rit-
mo de crecimiento anual del 12% -destacándose 
el extraordinario aumento del 23% entre 1984 y 
1985- llegando hacia el final del período a 1129 
presos, es decir, un 76% más de los que existían 
a fines de 1984 y la misma cantidad de los que 
se registraban al final de la dictadura militar. En 
la Provincia de Buenos Aires, el ritmo de cre-
cimiento anual fue menor -8,4%-, destacándose 
el aumento de 1988 -del 17,5%- llegando hacia 
el final del período a 8211, lo que implicaba con 
respecto a 1984 un incremento menor al del resto 

(35) En lo que hace a la población encarcelada a nivel 
federal, 1984 representó el punto más bajo desde 1965, 
momento a partir del cual se cuenta con información oficial. 
Luego de seis años de dictadura militar iniciada con el golpe 
de Estado de 1966, en el inicio del gobierno democrático 
liderado por el Peronismo se puede observar una abrupta 
caída en el volumen del encarcelamiento federal entre 1972 
y 1973 -un 36%- que llevó a 3470 las personas privadas de 
su libertad, como consecuencia de la ley 20.508 de amnistía 
a los presos políticos dictada por el Congreso Nacional. El 
volumen de presos federales en 1984 era un 37% inferior 
al registrado en 1973.

de las jurisdicciones del 49% y un 8% más que al 
final de la dictadura militar.

Si observamos la evolución de la tasa de encar-
celamiento en estas dos últimas jurisdicciones 
-ver Gráfico 4- el panorama es bastante similar. 
En la Provincia de Santa Fe se pasa de una tasa 
de 44 cada 100.000 habitantes en 1983 a una de 
41 en 1989 -un 66% más que en 1984 en que se 
llegó al mínimo de 25 cada 100.000 habitantes. 
En la Provincia de Buenos Aires la tasa de encar-
celamiento era en 1983 de 65 cada 100.000 ha-
bitantes, pasando a ser de 66 en 1989 -43% más 
que en 1985 en que se llego al mínimo de 47 cada 
100.000 habitantes. (36)

En cuanto a la cantidad de sentencias conde-
natorias en la totalidad del país, como se observa 
en el Gráfico 5, hubo una constante reducción 
durante este período -con la excepción del año 
1987- que hizo que en 1989 fueran un 21% menos 
que al final de la dictadura militar. El descenso 
fue del 27% en el caso de las sentencias conde-
natorias por delitos contra la propiedad y del 
10% en el caso de los delitos contra las personas 
Esta evolución descendente puede verse tam-
bién en las jurisdicciones sobre las que tenemos 
información oficial acerca del encarcelamiento 
durante este primer momento de la transición a 
la democracia. En la ciudad de Buenos Aires, el 
decrecimiento entre 1983 y 1989 fue de un 24% 
y en las Provincia de Buenos Aires y Santa Fe fue 
de un 23%.

En cuanto a la intensidad o severidad de este 
aspecto del funcionamiento del sistema penal 
durante este período, un primer indicador dis-
ponible en las fuentes oficiales está relacionado 
con la proporción respectiva de personas conde-
nadas a sentencias condenatorias de ejecución 
efectiva y de ejecución condicional. Como se 
observa en el Gráfico 6, en este primer momen-
to de la transición a la democracia se produjo 
un cierto aumento en la proporción de senten-

(36) Es preciso tener en cuenta que en ambas jurisdic-
ciones, además de las personas privadas de su libertad en 
las unidades penitenciarias existen en la actualidad muchas 
personas que en calidad de procesados o condenados 
se encuentran alojadas en sedes policiales. Lamentable-
mente no tenemos información oficial acerca de dichos 
volúmenes en la década de 1980 y, por ende, no podemos 
ponderar su impacto cuantitativo en el encierro penal en 
cada una de ellas.
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cias condenatorias de ejecución condicional -si 
se compara con los últimos años de la dictadura 
militar- que fue impulsado por la reforma en este 
sentido introducida por la ley 23.057 a la que hi-
cimos referencia más arriba. Este incremento de 
la proporción de personas condenadas a senten-
cias de ejecución condicional se hizo más fuerte 
en algunas de las jurisdicciones con respecto a las 
cuales disponemos de datos oficiales sobre el en-
carcelamiento en este período. Así en 1983 en la 
Provincia de Santa Fe, dichas condenas condicio-
nales eran el 27,9% mientras en 1989 llegaron a un 
58% -y en 1987 a un 62,9%- del total. En provincia 
de Buenos Aires, en un desplazamiento un poco 
más moderado, en 1983 eran un 41,6%, mientras 
en 1989 llegaron a ser un 55,9% del total. Y en ciu-
dad de Buenos Aires, más levemente aun, se paso 
de un 48,5% en 1983 a un 55,7% en 1989.

En segundo lugar, en la misma dirección, es 
posible analizar la evolución de la proporción 
de las sentencias condenatorias a privación 
de la libertad en relación con aquellas que no 
implican una forma de custodia -en el Código 
Penal argentino, multa e inhabilitación- como 
otro indicador de la evolución de la intensidad 
o severidad de este aspecto del funcionamien-
to del sistema penal. (37) Como se observa en 
el Gráfico 7, durante el primer momento de la 
transición a la democracia no hubo una clara 
tendencia al aumento de la proporción de pe-
nas no custodiales sino más bien una oscilación 
en la que hubo años en que dicha proporción 
fue más alta que en los últimos años de la dic-
tadura -1985- pero también años en que fue 
inferior -1986-. Esta dinámica se reproduce en 
las jurisdicciones sobre las que tenemos datos 
oficiales acerca del encarcelamiento.

En tercer lugar, también en el mismo sentido, 
es posible observar la evolución de la gravedad 
de las sentencias condenatorias que implicaban 
privación de la libertad impuestas a lo largo de 
ese primer momento de la transición a la demo-
cracia. En 1984 se produjo una recategorización 
estadística en función del cambio de límite de la 
pena privativa de la libertad susceptible de eje-
cución condicional que estableció la ley 23.059. 
Ahora bien, si se consideran conjuntamente las 

(37) Es preciso clarificar que no se trata sólo de penas 
de cumplimiento efectivo sino también de cumplimiento 
condicional.

dos primeras categorías de sentencias a prisión 
-hasta 5 años- a lo largo de la década de 1980 -que 
se mantiene a lo largo del período- la evolución 
de esta proporción se mantiene relativamente 
estable, como se puede ver en el Gráfico 8. El año 
con el menor nivel de punitividad en este punto 
fue 1986, con un 91,8% de sentencias a prisión 
de hasta 5 años, mientras el año con mayor nivel 
de punitividad fue 1982 con un 89,3%. Hay una 
leve disminución de la proporción de sentencias 
a prisión perpetua, que en los últimos años de la 
dictadura oscilaban entre 0,4% y 0,5% del total y 
en los años del primer gobierno democrático os-
cilaron entre 0,21% y 0,31%. Y lo mismo sucede 
con las penas de prisión a más de 5 años -exclu-
yendo las de prisión perpetua- que pasaron de 
una proporción de entre 9,3% y 10,3% al final de 
la dictadura militar a una de entre 7,8% y 8,9% en 
los años del primer gobierno democrático.

Esta dinámica se reproduce en las jurisdiccio-
nes sobre las que tenemos datos oficiales acerca 
del encarcelamiento. En la Provincia de Santa Fe, 
las sentencias a prisión mayores de 5 años -ex-
cluyendo la prisión perpetua- eran en los últimos 
años de la dictadura entre el 7,14% y el 8,74% del 
total, mientras en los años del primer gobierno 
democrático oscilaron entre el 5,51% y el 7,52%. 
A su vez, las sentencias a prisión perpetua osci-
laban en los últimos años de la dictadura entre 
el 0,39% y el 0,59% del total, mientras en los años 
del primer gobierno democrático lo hicieron en-
tre el 0,11% y el 0,33% del total.

En la Provincia de Buenos Aires, las sentencias 
a prisión mayores de 5 años representaban en los 
últimos años de la dictadura entre el 13,5% y el 
14,7% del total, mientras en los años del primer 
gobierno democrático oscilaron entre el 9% y el 
13,67% del total. Por su parte, las sentencias a 
prisión perpetua oscilaron en los últimos años 
de la dictadura entre el 0,29% y el 0,57% del to-
tal, mientras en los primeros años del gobierno 
democrático lo hicieron entre el 0,07% y el 0,32% 
del total.

Por último, en la Ciudad de Buenos Aires las 
sentencias a prisión mayores de 5 años represen-
taban en los últimos años de la dictadura entre 
el 6,8% y el 11,27% del total, mientras en los años 
del primer gobierno democrático oscilaron entre 
el 5,02% y el 6,8% del total. A su vez, las senten-
cias a prisión perpetua representaban entre el 
0,06% y el 0,51% del total en los últimos años de 
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la dictadura, mientras que en los años del primer 
gobierno democrático representaron entre el 
0,04% y el 0,11% del total.

En términos generales, a partir de los indica-
dores disponibles y sobre las dimensiones a las 
que hacen referencia, es posible sostener que 
durante el primer gobierno democrático en la 
Argentina hubo una cierta contención de los ni-
veles de punitividad, en comparación con los úl-
timos años de la dictadura militar.

En lo que se refiere a la extensión del sistema 
penal, como vimos, se observa un efecto de re-
ducción en lo que hace al volumen de sentencias 
condenatorias tanto a nivel nacional como en las 
tres jurisdicciones que hemos explorado especí-
ficamente durante los primeros años de la tran-
sición a la democracia. En el caso del volumen 
del encarcelamiento, la gran caída inicial fue se-
guida por incrementos constantes que llevaron 
las cosas hacia el final de la década de 1980 a un 
nivel apenas inferior -en el caso del Servicio Pe-
nitenciario Federal-, similar -en el caso del Ser-
vicio Penitenciario de la Provincia de Santa Fe- o 
incluso superior -en el caso del Servicio Peniten-
ciario de la Provincia de Buenos Aires- al del ini-
cio de la transición a la democracia.

En lo que se refiere a la severidad o intensi-
dad del sistema penal, los indicadores disponi-
bles con respecto a los tipos y gravedad de las 
sentencias condenatorias muestran que en los 
primeros años de la transición a la democracia 
creció levemente la proporción de sentencias de 
ejecución condicional en relación con aquellas 
de cumplimiento efectivo, se mantuvo estable la 
proporción de sentencias no custodiales en re-
lación con las sentencias custodiales y se incre-
mentó levemente la proporción de sentencias a 
prisión de mediana y corta duración -menos de 5 
años- en relación con las de larga duración -más 
de 5 años.

La evolución de la punitividad es un fenómeno 
complejo y multidimensional en el que intervie-
nen numerosos factores y procesos que se des-
envuelven fuera y dentro del campo penal -con 
respecto sólo al volumen de encarcelamiento, 
ver al respecto Snacken et. al (1995); Caplow y 
Simon (1999); Pavarini (2004; 2006, 135-154); 
Tonry (2004, 21-59 y más en general, ver Tonry 
(2007, 13-16). No pretendo aquí dar cuenta aca-
badamente de dicho fenómeno en este período 

en el caso argentino (38), sino simplemente ar-
gumentar que la orientación de la política penal 
que hemos explorado en este trabajo -aunque no 
necesariamente su modo de elaboración- ha sido 
uno de los factores de esta evolución -en el mis-
mo sentido y para otros contextos, ver Snacken et 
al. (1995, 32-37) y Brodeur (2007, 63-64).

La orientación liberal de la política penal que 
prevaleció durante el primer gobierno democrá-
tico jugó un rol fundamental en esta contención 
moderada de la punitividad -en algunas de sus 
dimensiones- tal como se refleja en los indica-
dores disponibles. La ley 23.070 que funcionó 
como una suerte de cuasi-amnistía fue la causa 
que impulsó el abrupto descenso de la población 
encarcelada que se registró en 1984. Resulta más 
difícil asociar la disminución en el volumen de 
sentencias condenatorias que se comenzó a dar 
a mediados de la década con una reforma legal 
específica. El reemplazo parcial y localizado de 
funcionarios de la justicia penal promovido por 
el gobierno democrático -como ya lo señalamos- 
pudo haber tenido un impacto en la dirección 
de las decisiones judiciales, como sucedió cla-
ramente con la despenalización judicial de la 
posesión de drogas ilegales para uso personal. 
Tal vez ese impacto haya llegado más allá de esta 
cuestión específica. De hecho, los volúmenes de 
delito registrado oficialmente por las institucio-
nes policiales, como vimos, crecieron significati-
vamente durante aquellos años por lo que podría 
haber habido más posibilidades de iniciar proce-
sos penales y eventualmente, dictar sentencias 
condenatorias. Lamentablemente no hay infor-
mación oficial disponible sobre la cantidad de 
procesos penales iniciados efectivamente duran-
te este período que nos podría dar alguna pista 
sobre este punto. Pero en todo caso parece ser un 
elemento que contribuye a reforzar la plausibi-
lidad de la influencia de las orientaciones de los 
funcionarios judiciales en la producción de un 
número relativamente bajo de sentencias con-
denatorias -aun cuando sería bueno avanzar en 

(38) Empresa para la cual resultaría indispensable, entre 
otras cosas, poder contar con una más detallada informa-
ción empírica sobre el fenómeno -por ejemplo, cantidad 
de admisiones en las prisiones, cantidad de egresos de las 
prisiones, cantidad de prisiones preventivas impuestas, 
etc. Algunas de estas informaciones parecen a esta altu-
ra de nuestra indagación, sencillamente, imposibles de 
reconstruir.
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investigaciones específicas al respecto en el futuro 
para corroborar esta intuición. (39) Se podría con-
jeturar que este mismo factor jugó un papel impor-
tante en el descenso moderado pero constante -a 
nivel nacional y en cada una de las jurisdicciones 
específicas analizadas- a lo largo de los años del pri-
mer gobierno democrático -en comparación con 
los últimos años de la dictadura militar- de las sen-
tencias a prisión de larga duración -más de 5 años 
y perpetua. Así como también en los mayores nive-
les de sentencias de ejecución condicional durante 
los años del primer gobierno democrático tanto a 
nivel nacional como en cada una de las jurisdiccio-
nes específicas analizadas, aun cuando también se 
pueda ver, claramente, como un producto de la re-
forma legal producida por la ley 23.057 de 1984.

El crecimiento de los niveles de encarcelamien-
to luego de 1984 en las tres jurisdicciones sobre 
las que contamos con información oficial no es-
tuvo asociado a un cambio en la orientación de 
la política penal. Sin embargo, es un fenómeno 
recurrente en otros contextos en los que se sue-
len producir periódicamente medidas de am-
nistía, indulto o conmutación semejantes, que 
aun cuando reducen inicialmente la población 
encarcelada, no cambian los procesos esenciales 
que la generan (Snacken et al., 1995, 32; Kensey-
Tournier, 2001, 146; Roche, 2007, 502-503; Levy, 
2007). Se podría afirmar, en este sentido, que el 
tipo de iniciativa elegida llevaba en sí misma este 
resultado ulterior, en la medida que el resto de 
las reformas producidas en aquellos años, aun 
cuando pudieran tener un sentido orientado 
hacia moderar el derecho penal “en los libros”, 
tenían un impacto práctico limitado -focalizado, 
fundamentalmente, en la ejecución condicional 
y la reincidencia- que no obstaculizaría una rá-
pida recuperación de la población encarcelada 
como, de hecho, ocurrió.

En el mismo sentido, se puede pensar que el 
modo de elaboración de la política penal mismo, 

(39) Sería importante igualmente tomar en consideración 
la advertencia general que realiza David Nelken a propósito 
del caso italiano: usualmente la “moderación” de la justicia 
penal en ese contexto no se debe tanto al desarrollo de una 
estrategia consciente diseñada por los actores penales sino a 
la inefectividad, la demora y la falta de recursos en el campo 
judicial (Nelken, 2005, 221). Downes (2007, 100) ha subraya-
do la importancia de la “cultura judicial” para explicar por-
que los niveles de punitividad en Holanda se mantuvieron 
en niveles bajos en el período entre 1950 y 1980.

en su carácter formalista, focalizado en la crea-
ción de la ley, delegando el diseño e implemen-
tación de estrategias e intervenciones para su 
aplicación a las autoridades de las instituciones 
penales, pudo haber jugado un papel en este cre-
cimiento ulterior del encarcelamiento, dado que 
permitía en muchos aspectos la persistencia de 
modos tradicionales de pensar y actual en las 
prácticas cotidianas del sistema penal. Así, por 
ejemplo, el empleo de la prisión preventiva pare-
ce haberse mantenido incólume durante este pe-
ríodo. En 1983 el 41% de los presos federales eran 
presos sin condena y ese porcentaje creció a 60% 
en 1989. En la provincia de Santa Fe esa propor-
ción era de 43% en 1983 y de 45% en 1989. Tam-
bién este elemento, como ya sugerimos, ayuda a 
comprender la subsistencia de fuertes prácticas 
penales autoritarias durante esta primera etapa 
de la transición a la democracia, sobre todo en 
las instituciones policiales y penitenciarias, de 
las que los indicadores disponibles para anali-
zar la evolución de la punitividad no dan cuenta 
-desde la tortura en las prisiones, comisarías y 
alcaidías al uso excesivo de armas de fuego por 
funcionarios policiales.

X. Conclusión

Este trabajo busca mostrar como durante el 
primer momento de la transición a la democra-
cia en Argentina en los años 1980 se estructuró 
un modo elitista de elaboración de la política 
penal. Este modo puso en el centro de la escena 
la voz del experto. Se trataba de un experto en el 
plano del “deber ser”, formado en la tradición ju-
rídica local, en el marco de debates sobre princi-
pios y reglas filosóficos y legales. Estos expertos 
introducían observaciones asistemáticas acerca 
de “lo que está pasando” con el delito y el sistema 
penal, basadas en sus trayectorias y experiencias 
profesionales en la justicia penal, con alguna ex-
cepción limitada en que el conocimiento de las 
ciencias sociales fue introducido en un lugar su-
bordinado. La centralidad de este tipo de voz ex-
perta emergía en el marco de una red de contac-
tos formales e informales que involucraban un 
número relativamente restringido de actores pri-
vilegiados: políticos, asesores, jueces y fiscales. 
En esta red, las visiones del “público” acerca de 
estos problemas era marginalizada. En la mirada 
de estos actores privilegiados la elaboración de 
la política penal debía ser aislada y protegida de 
los ciudadanos y se planteaba incluso que, como 
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parte de la transición a la democracia, sus visio-
nes tenían que ser moldeadas para desplazar el 
legado cultural difundido del autoritarismo en el 
campo del control del delito.

Por otro lado, este artículo analiza como los 
productos de este modo de elaboración giraron 
fundamentalmente en torno a la creación de la 
ley como consecuencia, en gran medida, del 
tipo de conocimiento reconocido como experto 
en el marco de esta red. En este sentido se tra-
taba de un modo fuertemente formalista. Estos 
productos legales tuvieron, como vimos, una 
orientación homogéneamente liberal, dirigida 
a poner límites al despliegue del poder de cas-
tigar, tratando de bloquear los excesos o abusos 
de las autoridades penales, en tanto caracterís-
tica del pasado autoritario. Pero este modo de 
elaboración marginalizó casi completamente 
la cuestión de la aplicación de la ley y el consi-
guiente diseño e implementación de estrategias 
e intervenciones al respecto. En este sentido, 
era un modo de elaboración que reprodujo y 
amplificó la distancia tradicional entre el “dere-
cho penal en los libros” y el “derecho penal en 
los hechos”. Existía una fuerte delegación desde 
esta red de actores privilegiados a los funciona-
rios de alta jerarquía de las instituciones pena-
les, especialmente aquellas que dependían del 
Poder Ejecutivo, como las organizaciones poli-
ciales y penitenciarias pero, también, en forma 
diferente y sobre otras bases, en la administra-
ción de justicia penal. Estos funcionarios repro-
ducían con una alta dosis de autonomía, lógicas 
basadas en modos tradicionales de pensar y 
actuar, en gran medida construidos en torno al 
legado autoritario.

A su vez, el trabajo establece en una forma ex-
ploratoria tres condiciones de posibilidad de este 
modo de elaboración de la política penal y de su 
orientación durante este primer momento de la 
transición a la democracia: a) la ausencia de una 
politización del delito de la calle en el contexto 
de la reconstrucción del juego democrático, en 
función de una fuerte presencia de grandes na-
rrativas en el discurso político que ponían la 
atención de los diversos actores en las grandes 
transformaciones asociadas a las promesas de la 
democratización, produciendo antagonismos y 
conflictos sociales y políticos muy fuertes; b) el 
tradicional rol central del conocimiento y los ex-
pertos del campo del derecho en la construcción 

de la política penal en el marco de un diálogo 
directo y reservado con las autoridades estata-
les, sin interferencias del público, perfectamente 
compatible con los regímenes políticos autorita-
rios; c) las características del programa político 
de la alianza gubernamental durante aquellos 
años y, más allá de esto, el peso cultural y políti-
co difundido de las experiencias recientes de los 
masivos crímenes del Estado durante la última 
dictadura militar como contingencia histórica 
que instalaba en el centro de las sensibilidades 
la necesidad de eludir el abuso del poder estatal. 
Estas conexiones son consideradas aquí como 
probabilísticas y no impiden la interacción con 
otros elementos y procesos (Savelsberg, 2004, 
378).

Por último, este trabajo sostiene que la orien-
tación liberal de la política penal construida 
durante estos primeros años de la transición a 
la democracia y plasmada en diversas iniciati-
vas -pero no el modo de su elaboración- puede 
ser considerado un elemento que incidió en la 
evolución de la punitividad durante este perío-
do que, al menos con respecto a las dimensiones 
sobre las que tenemos indicadores disponibles, 
revelan una cierta contención en comparación 
con los niveles hacia el final de la dictadura mi-
litar -como hemos visto con respecto a los vo-
lúmenes de encarcelamiento, los volúmenes de 
sentencias condenatorias, la proporción de sen-
tencias de ejecución condicional y la proporción 
de sentencias a penas privativas de la libertad de 
duración media y corta.

Este ensayo reconstruye las formas de produc-
ción, orientación y efectos de la política penal en 
el primer momento de la transición a la demo-
cracia en Argentina. Espero que pueda ser útil 
como una contribución inicial a la investigación 
comparativa acerca de este tipo de transición y 
el castigo legal en los contextos latinoamericanos 
pero también en otros escenarios culturales que 
experimentaron cambios sociales y políticos se-
mejantes recientemente. Este tipo de investiga-
ción podría profundizar algunas de las cuestiones 
que este trabajo sobre el caso argentino plantea: 
¿En todos los procesos recientes de transición a 
la democracia es posible observar la emergencia 
de un modo elitista de construcción de la políti-
ca penal, aislado con respecto a la participación 
del público? Y en su caso, ¿cuáles fueron las con-
diciones de posibilidad de dicho modo en cada 
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contexto? ¿Los expertos siempre jugaron un rol 
central en el diseño de las iniciativas penales? 
Y en su caso, ¿provenían siempre del campo 
del derecho y empleaban un conocimiento 
acerca del “deber ser”, desconectado de la in-
vestigación social sobre el delito y el control 
del delito? ¿Este modo de elaboración de la 
política penal siempre se focalizó en la crea-
ción de la ley, marginalizando su aplicación 
y dando grandes espacios de autonomía a las 
instituciones penales? ¿Las iniciativas penales 
producidas en el primer momento de la transi-
ción a la democracia siempre se orientaron ha-
cia la moderación penal? Y en su caso, ¿cuáles 
fueron las condiciones de posibilidad de este 
tipo de orientación en cada escenario? ¿Este 
tipo de orientación penal cambio posterior-
mente? Y en su caso, ¿cuándo?, ¿cómo? y ¿por 
qué? ¿Qué sucedió con la evolución de la pu-
nitividad en estos diversos contextos durante 
estas primeras etapas de la transición? Como 
puede ser percibido rápidamente, este conjun-
to de interrogantes constituyen todo un campo 
de estudio que presenta nuevos desafíos para 
la sociología del castigo en la actualidad.
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XII. Gráficos

Gráfico 1. Evolución de la tasa de delito contra la propiedad — Argentina — 1980/1989.

Fuente: DNPC, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación



AÑO Iv • Nº 02 • MARZO 2014 - Derecho Penal y Criminología • 29 

Máximo Sozzo DPyC

Gráfico 2. Evolución de la tasa de homicidio doloso — Argentina — 1980/1989.

Fuente: DNPC, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación

Gráfico 3. Evolución de la población encarcelada en SPF, SPSF y SPBA — Argentina -1980/1989

Fuentes DNPC, SPF, SPBA, SPSF.
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Gráfico 4. Evolución de la tasa de encarcelamiento en SPBA y SPSF —Argentina — 1980/1989

Fuentes DNPC, SPF, SPBA, SPSF.

Gráfico 5

Fuente: Registro Nacional de Reincidencia, MJDHN.
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Gráfico 6. Evolución del porcentaje de personas condenadas a sentencias de ejecución condicional 
y efectiva — Argentina — 1980/1989.

Fuente: Registro Nacional de Reincidencia, MJDHN.

Gráfico 7. Evolución de la proporción de sentencias condenatorias que imponen penas custodiales 
y no custodiales — Argentina — 1980/1989.

Fuente: Registro Nacional de Reincidencia, MJDHN.
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Gráfico 8. Evolución de la proporción de sentencias condenatorias a prisión por nivel de severidad 
— Argentina — 1980/1989.

Fuente: Registro Nacional de Reincidencia, MJDHN.


